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dictan disposiciones orientadas a fortalecer la 

.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónense los parágrafos 2° y 3° 

del artículo 30 de la Ley 80 de 1993:
(…)
Parágrafo 2°. En los procesos de licitación 

pública para seleccionar contratistas de obra, 
la oferta estará conformada por dos sobres, un 
primer sobre en el cual se deberán incluir los 
documentos relacionados con el cumplimiento de 
los requisitos habilitantes así como los requisitos 
y documentos a los que se les asigne puntaje 
diferentes a la oferta económica.

El segundo sobre deberá incluir únicamente la 
propuesta económica de conformidad con todos 
los requisitos exigidos en el pliego de condiciones.

Parágrafo 3°. En los procesos de licitación 
pública para seleccionar contratistas de obra 
pública, las entidades estatales deberán publicar 
el informe de evaluación relacionado con los 
documentos de los requisitos habilitantes y los 
requisitos que sean objeto de puntuación diferente 
a la oferta económica incluida en el primer sobre, 
dentro del plazo establecido en el pliego de 
condiciones.

En estos procesos el informe permanecerá 
publicado en el Secop durante cinco (5) días 
hábiles, término hasta el cual los proponentes 

podrán hacer las observaciones que consideren 
y entregar los documentos y la información 

plazo, la entidad estatal se pronunciará sobre 

de evaluación de los requisitos habilitantes y 
los requisitos objeto de puntuación distintos a la 
oferta económica.

Para estos procesos, el segundo sobre, que 
contiene la oferta económica, se mantendrá 
cerrado hasta la audiencia efectiva de adjudicación, 
momento en el cual se podrán hacer observaciones 
al informe de evaluación, las cuales se decidirán en 
la misma. Durante esta audiencia se dará apertura 
al sobre, se evaluará la oferta económica a través 
del mecanismo escogido mediante el método 
aleatorio que se establezca en los pliegos de 
condiciones, corriendo traslado a los proponentes 
habilitados en la misma diligencia solo para la 
revisión del aspecto económico y se establecerá el 
orden de elegibilidad.

Artículo 2°. Modifíquese el artículo 53 de la 

la Ley 1474 de 2011, el cual quedará así:
Los consultores y asesores externos responderán 

el cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de consultoría o asesoría, celebrado por 
ellos, como por los hechos u omisiones que les 
fueren imputables constitutivos de incumplimiento 
de las obligaciones correspondientes a tales 
contratos y que causen daño o perjuicio a las 
entidades, derivados de la celebración y ejecución 
de contratos respecto de los cuales hayan ejercido 
o ejerzan las actividades de consultoría o asesoría, 
incluyendo la etapa de liquidación de los mismos.

Por su parte, los interventores, responderán 
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el cumplimiento de las obligaciones derivadas del 
contrato de interventoría, como por los hechos 
u omisiones que le sean imputables y causen 
daño o perjuicio a las entidades, derivados de 
la celebración y ejecución de los contratos 
respecto de los cuales hayan ejercido o ejerzan 
las funciones de interventoría, incluyendo la etapa 
de liquidación de los mismos siempre y cuando 
tales perjuicios provengan del incumplimiento o 
responsabilidad directa, por parte del interventor, 
de las obligaciones que a este le correspondan 
conforme con el contrato de interventoría.

Artículo 3°. Adiciónese el siguiente inciso al 
numeral 2 del artículo 11 de la Ley 397 de 1997, 

2008 así:
(…)
Cuando se trate de proyectos de infraestructura 

la intervención a la que hace referencia el 
presente artículo deberá ser asumida por el 
concesionario o contratista encargado del 
proyecto quien para el efecto será el titular del 
permiso de intervención que otorgue el Instituto 
Colombiano de Antropología e Historia. No 
obstante, será obligación del concesionario o 
contratista contar con un profesional idóneo 
quien deberá hacer el acompañamiento al Plan 
de Manejo Arqueológico, bajo los parámetros 

Instituto Colombiano de Antropología e Historia. 
Los proyectos que se encuentran en ejecución 
al momento de expedición de la presente norma 

registrado, el contratista o concesionario podrá 
optar por mantener la responsabilidad en cabeza 
de dicho profesional o adoptar la solución a que 
hace referencia el presente artículo.

(…)
Artículo 4°. Adiciónese el siguiente parágrafo 

al artículo 2° de la Ley 1150 de 2007:
Parágrafo 7°. El Gobierno nacional adoptará 

documentos tipo para los pliegos de condiciones 
de los procesos de selección de obras públicas, 
interventoría para las obras públicas, interventoría 
para consultoría de estudios y diseños para obras 
públicas, consultoría en ingeniería para obras, 
los cuales deberán ser utilizados por todas las 
entidades sometidas al Estatuto General de la 
Contratación de la Administración Pública en 
los procesos de selección que adelanten. Dentro 
de los documentos tipo el Gobierno adoptará de 
manera general y con alcance obligatorio para 
todas las entidades sometidas al Estatuto General 
de Contratación de la Administración Pública, las 
condiciones habilitantes, así como los factores 
técnicos y económicos de escogencia, según 
corresponda a cada modalidad de selección y la 
ponderación precisa y detallada de los mismos, que 
deberán incluirse en los pliegos de condiciones, 
teniendo en cuenta la naturaleza y cuantía de los 
contratos. Para la adopción de esta reglamentación 

el Gobierno tendrá en cuenta las características 
propias de las regiones con el ánimo de promover 
el empleo local.

La facultad de adoptar documentos tipo la 
tendrá el Gobierno nacional, cuando lo considere 
necesario, en relación con otros contratos o 
procesos de selección.

Los pliegos tipo se adoptarán por categorías de 
acuerdo con la cuantía de la contratación, según la 
reglamentación que expida el Gobierno nacional.

(…)
Artículo 5°. ELIMINADO.
Artículo 6°. Modifíquese el parágrafo 1° e 

inclúyanse los parágrafos 3°, 4° y 5° del artículo 
5° de la Ley 1150 de 2007, los cuales quedarán 
así:

Artículo 5°. De la selección objetiva.
(…)
Parágrafo 1°. La ausencia de requisitos o la falta 

de documentos referentes a la futura contratación o 
al proponente, no necesarios para la comparación 

para el rechazo de los ofrecimientos hechos. En 
consecuencia, todos aquellos requisitos de la 
propuesta que no afecten la asignación de puntaje, 
deberán ser solicitados por las entidades estatales 
y deberán ser entregados por los proponentes hasta 
el término de traslado del informe de evaluación 
que corresponda a cada modalidad de selección, 
salvo lo dispuesto para el proceso de Mínima 
cuantía y para el proceso de selección a través del 
sistema de subasta. Serán rechazadas las ofertas 
de aquellos proponentes que no suministren la 
información y la documentación solicitada por 
la entidad estatal hasta el plazo anteriormente 
señalado.

Durante el término otorgado para subsanar 
las ofertas, los proponentes no podrán acreditar 
circunstancias ocurridas con posterioridad al 
cierre del proceso.

(…)
Parágrafo 3°. La no entrega de la garantía de 

seriedad junto con la propuesta no será subsanable 
y será causal de rechazo de la misma.

Parágrafo 4°. En aquellos procesos de selección 
en los que se utilice el mecanismo de subasta, los 
documentos referentes a la futura contratación o 
al proponente, no necesarios para la comparación 
de las propuestas, deberán ser solicitados hasta el 
momento previo a su realización.

Parágrafo 5°. En los procesos de contratación, 
las entidades estatales deberán aceptar la 
experiencia adquirida por los proponentes a través 
de la ejecución de contratos con particulares.

(…)
Artículo 7°. Adiciónese un parágrafo al artículo 

8° de la Ley 1150 de 2007, el cual quedará así:
(…)
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Parágrafo. No es obligatorio contar con 
disponibilidad presupuestal para realizar la 
publicación del proyecto de Pliego de Condiciones.

Artículo 8°. Modifíquese el artículo 33 de la 
Ley 1508 de 2012, el cual quedará así:

Artículo 33. La elaboración de estudios, la 
evaluación de proyectos de iniciativa privada y las 
interventorías de los contratos, se podrán contratar 
mediante el procedimiento de selección abreviada 
de menor cuantía o mínima cuantía según su valor.

En los contratos para la ejecución de proyectos 
de asociación público-privada la interventoría 
deberá contratarse con una persona independiente 
de la entidad contratante y del contratista. Dichos 

disciplinariamente, tanto por el cumplimiento 
de las obligaciones derivadas del contrato de 
interventoría, como por los hechos u omisiones 
que les sean imputables y causen daño o perjuicio 
a las entidades, derivados de la celebración y 
ejecución de contratos respecto de los cuales hayan 
ejercido o ejerzan las funciones de interventoría, 
siempre y cuando tales perjuicios provengan del 
incumplimiento o responsabilidad directa, por 
parte del interventor, de las obligaciones que a este 
le corresponden con el contrato de interventoría.

1682 de 2013, el cual quedará así:
Artículo 22. Limitaciones, afectaciones, 

gravámenes al dominio, medidas cautelares, 
impuestos, servicios públicos y contribución 
de valorización. En el proceso de adquisición 
de predios requeridos para proyectos de 
infraestructura de transporte, en caso de existir 
acuerdo de negociación entre la entidad Estatal 
y el titular inscrito en el folio de matrícula o al 
respectivo poseedor regular inscrito y previo al 
registro de la escritura pública correspondiente, la 
entidad estatal, con cargo al valor del proyecto, 
podrá descontar la suma total o proporcional que se 
adeuda por concepto de gravámenes, limitaciones, 
afectaciones, medidas cautelares, impuestos, 
servicios públicos y contribución de valorización 
y pagar directamente dicho valor al acreedor o 
mediante depósito judicial a órdenes del despacho 
respectivo, en caso de cursar procesos ejecutivos 
u ordinarios en los que se haya ordenado el 
respectivo gravamen, considerando para el efecto 

realizará directamente el titular. De no ser posible, 
se continuará con el proceso de expropiación 
administrativa o judicial, según corresponda.

con destino al Registrador de Instrumentos Públicos 
respectivo o a la autoridad competente, en el cual 
se solicite levantar la limitación, la afectación, 
gravamen o medida cautelar, evidenciando el 
pago y paz y salvo correspondiente, cuando a ello 
haya lugar. El Registrador deberá dar trámite a 
la solicitud en un término perentorio de 15 días 
hábiles.

Una vez realizada la respectiva anotación en el 
registro, el Registrador deberá dar aviso mediante 

la escritura pública respectiva del inmueble.
Las medidas cautelares al dominio cuya 

inscripción se encuentre caducada de acuerdo con 
lo dispuesto en la Ley 1579 de 2012, se podrán 
cancelar con la solicitud que realice la entidad 
estatal al Registrador de Instrumentos Públicos.

Cuando se trate de servidumbres de utilidad 
pública y las redes y activos allí asentados puedan 
mantenerse, se conservará el registro del gravamen 
en el folio del inmueble.

Parágrafo. La entidad estatal con cargo al 
valor del negocio, podrá descontar la suma total 
o proporcional que debe pagarse por concepto de 
gastos de notariado y registro y pagar directamente 
dicho valor.

artículo 24 de la Ley 1682 de 2013, el cual quedará 
así:

(…)
Parágrafo 2°. El avalúo comercial tendrá una 

vigencia de un (1) año, contado desde la fecha de 
su comunicación a la entidad solicitante o desde la 

la enajenación voluntaria.
(…)
Artículo 11. El artículo 25 de la Ley 1682 

artículo 4°, quedará así:
Artículo 25.  La oferta 

de matrícula del inmueble objeto de expropiación 
o al respectivo poseedor regular inscrito o a 
los herederos determinados e indeterminados, 
entendidos como aquellas personas que tengan la 
expectativa cierta y probada de entrar a representar 
al propietario fallecido en todas sus relaciones 
jurídicas por causa de su deceso de conformidad 
con las leyes vigentes.

La oferta será remitida por el representante legal 
de la entidad pública competente para realizar la 
adquisición del inmueble o su delegado; para 

poseedor inscrito o a los herederos determinados e 
indeterminados, el cual contendrá como mínimo:

1.  Indicación de la necesidad de adquirir el 
inmueble por motivo de utilidad pública.

2.  Alcance de conformidad con los estudios 
de viabilidad técnica.

4.  Valor como precio de adquisición acorde 
con lo previsto en el artículo 37 de la presente ley.



Página 4 Viernes, 24 de noviembre de 2017 G  1097

5.  Información completa sobre los posibles 
procesos que se pueden presentar como 
son: enajenación voluntaria, expropiación 
administrativa o judicial.

Se deberán explicar los plazos, y la metodología 

propietario o poseedor según el caso.

iniciada la etapa de negociación directa, en la 
cual el propietario o poseedor inscrito tendrá 
un término de quince (15) días hábiles para 
manifestar su voluntad en relación con la misma, 
bien sea aceptándola, o rechazándola.

Si la oferta es aceptada, deberá suscribirse 
escritura pública de compraventa o la promesa de 
compraventa dentro de los diez (10) días hábiles 

de registro de instrumentos públicos del lugar 
correspondiente.

Se entenderá que el propietario o poseedor del 
predio renuncian a la negociación cuando:

a)  Guarden silencio sobre la oferta de 
negociación directa;

b)  Dentro del plazo para aceptar o rechazar la 
oferta no se logre acuerdo;

c)  No suscriban la escritura o la promesa 

en la presente ley por causas imputables a ellos 
mismos.

Será obligatorio iniciar el proceso de 
expropiación si transcurridos treinta (30) días 

compra, no se ha llegado a un acuerdo formal 
para la enajenación voluntaria, contenido en un 
contrato de promesa de compraventa y/o escritura 
pública.

sobre los que recaiga la declaratoria de utilidad 
pública o de interés social, e inscrita dicha oferta 

los mismos no podrán ser objeto de ninguna 
limitación al dominio. El registrador se abstendrá 
de efectuar la inscripción de actos, limitaciones, 
gravámenes, medidas cautelares o afectaciones al 
dominio sobre aquellos.

Parágrafo. La entidad adquirente procederá a 
expedir directamente la resolución de expropiación 
sin necesidad de expedir oferta de compra en los 
siguientes eventos:

del derecho real de dominio falleció y no es 
posible determinar sus herederos.

2.  En el evento en el que alguno de los 
titulares del derecho real inscrito en el folio de 
matrícula inmobiliaria del inmueble objeto de 
adquisición o el respectivo poseedor regular 
inscrito se encuentren reportados en alguna de 
las listas de control de prevención de lavado de 

Una vez expedida la resolución de expropiación, 
la entidad adquirente solicitará la inscripción de la 

tradición y libertad del inmueble. El Registrador 
se abstendrá de efectuar la inscripción de actos, 
limitaciones, gravámenes, medidas cautelares o 
afectaciones al dominio sobre aquellos.

Surtida la etapa de agotamiento de vía 
gubernativa, la Entidad adquirente deberá 
acudir al procedimiento de expropiación judicial 
contemplado en el artículo 399 del Código 

o sustituya, para lo cual aplicará el saneamiento 
automático y el valor que arroje la expropiación se 
dejará a cargo del juzgado de conocimiento.

Parágrafo 2°. Se dispone un plazo de noventa 
(90) días siguientes a la suscripción de contratos 
de compraventa de los bienes objeto de la oferta 
de compra, para realizar el pago correspondiente, 
vencido el plazo y no habiéndose realizado el 
mismo, los titulares de derechos reales podrán 
acudir al proceso ejecutivo y se causarán intereses 
de mora.

Artículo 12. Modifícase el artículo 27 de la Ley 
1682, el cual quedará así:

Artículo 27. Permiso de intervención 
voluntario. Mediante documento escrito suscrito 
por la entidad y el titular inscrito en el folio de 
matrícula el poseedor regular o los herederos 
determinados del bien, podrá pactarse un permiso 
de intervención voluntario del inmueble objeto 
de adquisición o expropiación. El permiso será 
irrevocable una vez se pacte.

Con base en el acuerdo de intervención 
suscrito, la entidad deberá iniciar el proyecto de 
infraestructura de transporte.

Lo anterior, sin perjuicio de los derechos 
de terceros sobre el inmueble los cuales no 
surtirán afectación o detrimento alguno con 
el permiso de intervención voluntaria, así 
como el deber del responsable del proyecto de 
infraestructura de transporte de continuar con el 
proceso de enajenación voluntaria, expropiación 
administrativa o judicial, según corresponda.

Parágrafo. En el proceso administrativo, 
en caso de no haberse pactado el permiso de 
intervención voluntario del inmueble objeto de 
adquisición o expropiación, dentro de los quince 
(15) días siguientes a la ejecutoria del acto 
administrativo que la dispuso, la entidad interesada 
solicitará a la respectiva autoridad de policía, la 
práctica de la diligencia de desalojo, que deberá 
realizarse con el concurso de esta última y con el 
acompañamiento de la Defensoría del Pueblo y/o 
el personero municipal quien deberá garantizar 
la protección de los Derechos Humanos, dentro 
de un término perentorio de cinco (5) días, de 
la diligencia, se levantará un acta y en ella no 
procederá oposición alguna
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Artículo 13. En los trámites de gestión predial 
en los cuales el ejecutor de un proyecto de 

requeridos para el proyecto se encuentran ocupados, 
será procedente el pago y reconocimiento de las 
mejoras realizadas por los ocupantes.

El precio de adquisición de estas mejoras no 
podrá exceder el monto establecido para una 
vivienda de interés prioritario.

En caso de que el ocupante irregular no esté de 
acuerdo con el avalúo, la entidad encargada del 
proyecto de infraestructura procederá a solicitar a 
la autoridad policiva del lugar el desalojo del bien 
y el valor de las mejoras será puesto a disposición 
del desalojado, mediante pago por consignación a 
favor del mejoratario.

Artículo 14. Modifíquense los parágrafos 4°, 
5° y 6° del artículo 5° de la Ley 1508 de 2012, 

2015.
(…)
Parágrafo 4°. En proyectos de asociación 

público-privada de iniciativa pública y de iniciativa 
privada, la entidad estatal competente podrá 
reconocer derechos reales sobre inmuebles que no 
se requieran para la prestación del servicio para el 
cual se desarrolló el proyecto, como componente 
de la retribución al inversionista privado.

El Gobierno nacional reglamentará las 
condiciones bajo las cuales se realizará el 
reconocimiento de los derechos reales y de 
explotación sobre inmuebles, garantizando que su 
tasación sea acorde con su valor en el mercado 
y a las posibilidades de explotación económica 
del activo. Adicionalmente, se incluirán en dicha 
reglamentación las condiciones que permitan 
que el inversionista privado reciba los ingresos 
de la explotación económica o enajenación, 
condicionados a la disponibilidad de la 
infraestructura y al cumplimiento de los estándares 
de calidad y niveles de servicio pactados.

En el caso de que trata el presente parágrafo, 
la selección del adjudicatario del contrato bajo 
el esquema de asociación público privada de 
iniciativa privada se realizará mediante licitación 
pública.

Si el originador no resulta seleccionado para 
la ejecución del contrato bajo el esquema de 
asociación público privada, el adjudicatario deberá 
pagar al Originador el valor que la entidad pública 
competente haya determinado como costos de 
los estudios realizados para la estructuración 
del proyecto durante el trámite de la respectiva 
iniciativa privada.

Los aspectos no regulados en el presente 
parágrafo relativos al trámite de las iniciativas 
privadas de asociaciones público privadas cuya 
retribución al inversionista consista total o 
parcialmente en derechos reales sobre inmuebles 
se someterán a lo previsto en la Ley 1508 de 2012 

para las iniciativas privadas con desembolso de 
recursos públicos.

Tratándose de proyectos de asociación público 
privada de iniciativa privada, el valor de los 
predios en los que se ubican los inmuebles sobre 
los que se podrán reconocer derechos reales 
no podrá ser superior al 30% del presupuesto 
estimado de inversión del proyecto. En todo caso, 
la restricción aquí prevista computará dentro del 
límite del artículo 17 de la Ley 1508 de 2012 y sus 

Parágrafo 5°. En caso de que en el proyecto 
de asociación público-privada la entidad estatal 
entregue al inversionista privado una infraestructura 
existente en condiciones de operación, la entidad 
estatal podrá pactar el derecho a la retribución por 
las actividades de operación y mantenimiento de 
esta infraestructura existente condicionado a su 
disponibilidad, al cumplimiento de los niveles de 
servicio y estándares de calidad.

Parágrafo 6°. En proyectos de asociación 
público-privada, podrán establecerse, unidades 
funcionales de aeropuertos, de plantas de 
tratamiento de aguas residuales, de tramos de 
túneles o, de vías férreas, en virtud de las cuales 
se predicará únicamente disponibilidad parcial y 
estándar de calidad para efectos de la retribución. 
El Gobierno nacional reglamentará la materia.

Artículo 15. Modifíquese el parágrafo del 
artículo 8° de la Ley 1508 de 2012.

(…)
Parágrafo. No podrán ser contratantes de 

esquemas de asociación público-privada bajo el 
régimen previsto en la presente ley, las Sociedades 

servicios públicos domiciliarios y las Empresas 
Industriales y Comerciales del Estado o sus 
asimiladas. Lo anterior, sin perjuicio de que las 
entidades excluidas como contratantes puedan 
presentar oferta para participar en los procesos 
de selección de esquemas de asociación público 
privada regidos por esta ley, siempre que cumplan 
con los requisitos establecidos para el efecto en el 
respectivo proceso de selección.

Artículo 16. ELIMINADO.
Artículo 17. Modifíquese el artículo 4° de la 

Ley 1228 de 2008, el cual quedará así:
Artículo 4°. No procederá indemnización, 

compensación o reconocimiento alguno por 
obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas o 
autorizaciones que hayan sido levantadas, hechas 
o concedidas en las fajas o zonas reservadas a que 

su promulgación.
Tampoco procederá indemnización alguna por 

la devolución de las fajas que fueron establecidas 
en el Decreto-ley 2770 de 1953 y que hoy se 
encuentran invadidas por particulares. En estos 
casos las autoridades competentes deberán iniciar 
los procesos de restitución de bienes de uso 
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público, dentro de los dos (2) meses siguientes a 
la entrada en vigencia de la presente ley.

Los Gobernadores y los alcaldes, de 
conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 2° 
del artículo 13 de la Ley 105 de 1993, deberán 
proteger y conservar la propiedad pública 
representada en las fajas de terreno adquiridas por 
el Gobierno nacional, las gobernaciones o por las 
alcaldías en virtud del Decreto-ley 2770 de 1953, 
al igual que las que se adquieran conforme a la 
presente ley. Estarán igualmente obligados a iniciar 
inmediatamente las acciones de recuperación en 
caso de invasión de estos corredores.

Parágrafo 1°. El Gobierno nacional a través de 
los Ministerios de Interior, Transporte y Defensa 
y la Policía Nacional de Carreteras, brindarán el 
apoyo necesario a los Gobernadores y alcaldes 
para el cumplimiento de la función de restitución 
y los procesos que se hayan iniciado en virtud de 
las mismas, de conformidad con lo previsto en el 
presente artículo.

Parágrafo 2°. En los procesos de articulación 
o actualización de los planes de ordenamiento 
territorial, las autoridades competentes deberán 
consultar los proyectos de infraestructura de 
transporte que sean de utilidad pública o interés 
social, que hayan sido aprobados por las entidades 

incorporación en el respectivo plan como zonas 
reservadas. El Gobierno nacional reglamentará 
la materia en un término no superior a seis (6) 
meses contados a partir de la fecha de entrada en 
vigencia de la presente ley.

Artículo 18. Adiciónese un parágrafo al artículo 
23 de la Ley 1682 de 2013, así:

(…)
Parágrafo 2°. En las normas, métodos, 

parámetros, criterios y procedimientos que 

(IGAC), en cumplimiento de lo dispuesto en el 
presente artículo, no procederá indemnización, 
compensación o reconocimiento alguno por 
obras nuevas o mejoras, derechos, prerrogativas, 
autorizaciones que hayan sido levantadas, hechas 
o concedidas en las fajas o zonas reservadas en los 
términos del artículo 4° de la Ley 1228 de 2008.

Artículo 19. Costos de evaluación de los 
 Los 

originadores en la estructuración de proyectos de 
infraestructura pública de iniciativa privada o para 
la prestación de sus servicios asociados, asumirán 
por su propia cuenta y riesgo, la totalidad de los 
costos de la estructuración, incluyendo el costo 
para su revisión y/o evaluación en las etapas de 
prefactibilidad y factibilidad, según corresponda.

Para que las entidades Estatales puedan 
determinar los costos de la evaluación del proyecto 
en etapa de prefactibilidad o factibilidad seguirán 
los siguientes parámetros:

1.1.  El valor de los honorarios de los 
profesionales requeridos para la realización de la 
tarea de evaluación.

1.2.  El costo de las visitas al proyecto que sean 
necesarias.

1.3.  Otros costos directos e indirectos de la 
evaluación.

El método de cálculo de los costos será así: 
para el numeral 1.1, se estimará el número de 
profesionales/mes o contratistas/mes con sus 
correspondientes honorarios/mes, incluyendo los 
factores prestacionales; para el numeral 1.2, se 
estimará el número de visitas según se requiera y 
su costo de acuerdo con las tarifas del transporte 
público, y para el numeral 1.3 otros costos directos 
e indirectos relacionados con temas operativos y 
de administración de la evaluación. La sumatoria 
de los costos de evaluación del proyecto, no podrá 
superar al 0.2% del valor del Capex del respectivo 
proyecto en etapa de prefactibilidad o factibilidad, 
según corresponda.

La administración y manejo de los recursos 
destinados a la revisión y/o evaluación de los 
proyectos en etapa de prefactibilidad y factibilidad 
será a través de un patrimonio autónomo que 
constituirá el originador. Los costos que genere 
su administración deberán ser cubiertos por los 
originadores de asociaciones público privadas de 

los rendimientos de los recursos aportados.
El administrador del patrimonio autónomo 

los recursos por parte del originador, para que 
la entidad estatal pueda contratar la revisión y/o 
evaluación del respectivo proyecto con cargo 
a los recursos disponibles en el patrimonio 
autónomo constituido para el efecto. La entidad 
estatal encargada de la revisión y/o evaluación de 

autónomo y la encargada de autorizar los pagos 
que se requieran para llevar a cabo la revisión y/o 
evaluación de la iniciativa privada.

Parágrafo. El valor de la evaluación del 
proyecto que sea determinado por la entidad 
estatal en etapa de prefactibilidad deberá girarse 
al patrimonio autónomo en el plazo que establezca 
la entidad para iniciar la revisión del proyecto en 
dicha etapa.

El valor de la evaluación del proyecto en etapa 
de factibilidad que sea determinado por la entidad 
estatal deberá girarse al patrimonio autónomo 
dentro de los sesenta días anteriores a la fecha 
establecida por la entidad estatal para entregar el 
proyecto en etapa de factibilidad. En caso de que 
el originador no consigne el valor de la evaluación 
del proyecto la entidad estatal no adelantará 
su respectiva evaluación en la etapa en que se 
encuentre.

Parágrafo 2°. Para la presentación de 
proyectos de las iniciativas privadas de las que 
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trata el artículo 19 de la Ley 1508 de 2012, por 
parte de entidades territoriales al Ministerio de 
Hacienda y Crédito Público, se deberá contar 

o estructuradoras públicas y la aprobación del 
Gobernador o Alcalde de la entidad territorial.

Conforme lo establece la Ley 1508 de 2017.
Artículo 20. Modifíquese el artículo 32 de la 

Ley 1508 de 2012, el cual quedará así:
Artículo 32. Terminación anticipada. En los 

contratos que desarrollen Proyectos de Asociación 
Público Privada, se incluirá una cláusula en la 
cual se establezca la fórmula matemática para 
determinar las eventuales prestaciones recíprocas 
entre las partes a las que haya lugar para efectos de 
terminarlos anticipadamente por mutuo acuerdo o 
en forma unilateral.

Parágrafo 1°. En los contratos de Asociación 
Público Privada suscritos o que se suscriban, 
cuando una autoridad judicial declare la 
nulidad absoluta del contrato estatal, o cuando 
una autoridad administrativa o judicial o la 
respectiva entidad estatal contratante ordene su 
terminación originada en una causal de nulidad 
absoluta, en la liquidación se deberá reconocer 
el valor actualizado de los costos, las inversiones 
y los gastos, ejecutados por el contratista, 
incluyendo los intereses, menos la remuneración 
y pagos recibidos por el contratista en virtud 
del cumplimiento del objeto contractual. Estos 
factores serán actualizados con el índice de precios 
al consumidor (IPC) histórico desde el momento 
de su ocurrencia, hasta el mes inmediatamente 
anterior a la fecha de la liquidación.

Los reconocimientos a que haya lugar deberán 
cumplir con los siguientes criterios, los cuales 
serán validados por la interventoría o por un 
tercero experto:

1. Hayan sido ejecutados, total o parcialmente, 
para contribuir a satisfacer el interés público.

2. Estén asociados al desarrollo del objeto 
del contrato.

3. Correspondan máximo a precios o 
condiciones del mercado al momento de su 
causación de acuerdo con la modalidad contractual.

4. No correspondan a costos o penalidades, 
pactadas o no, que terceros hayan aplicado al 
contratista en razón a la terminación anticipada 
de las relaciones contractuales no laborales, salvo 
que se trate de aquellos asociados a los contratos 

del proyecto.
El concesionario no podrá recibir como 

remanente, luego del pago de las acreencias, 
una suma superior a los aportes de capital de 
sus socios menos los dividendos decretados, 
dividendos pagados y descapitalizaciones, lo 
anterior actualizado por IPC.

El reconocimiento de los valores que deba 
hacer la entidad estatal al contratista en el marco 
de la liquidación se atenderá así:

(i) Con los saldos disponibles a favor de la 
entidad contratante en las cuentas y subcuentas 
del patrimonio autónomo del respectivo contrato.

deberá ser consignada por la entidad estatal hasta 
en cinco (5) pagos anuales iguales, cuyo primer 
pago se efectuará a más tardar 540 días después de 
la fecha de liquidación. Los pagos diferidos de que 
trata el presente numeral tendrán reconocimiento 
de los intereses conforme al reglamento que para 
tal efecto emita el Gobierno nacional. Lo anterior, 
sin perjuicio de que las partes acuerden un plazo 
de pago menor.

Lo dispuesto en el presente parágrafo también 
será aplicable a la liquidación de los contratos 
de concesión de infraestructura de transporte 
celebrados con anterioridad a la vigencia de la 
Ley 1508 de 2012.

Parágrafo 2°. El concesionario responsable de 
la conducta que dio lugar a la causal de nulidad 
o los integrantes del mismo que hayan dado 
lugar a la causal de nulidad o la declaratoria de la 
misma por la existencia de una conducta dolosa 
en la comisión de un delito o una infracción 
administrativa relacionada con la celebración 
o ejecución del contrato objeto de terminación 
o declaratoria de nulidad, según corresponda, 
deberán pagar a la entidad el equivalente a la 
cláusula penal pecuniaria pactada, o en caso de 
que no se haya convenido, dicha suma será el 
cinco por ciento (5%) del valor del contrato.

Esta suma se descontará de los remanentes de la 
liquidación a favor del concesionario responsable 
de la conducta que dio lugar a la causal de nulidad 
o de los integrantes del concesionario responsables 
de la conducta que dio lugar a la causal de nulidad, 
según corresponda, una vez se haya pagado a 
los terceros cuya prestación se haya reconocido 
de conformidad con el parágrafo 1°. De no ser 

hará efectivo el saldo de la penalidad contra las 
personas naturales o jurídicas responsables.

Para el caso señalado en el inciso anterior, 
los remanentes de la liquidación a favor del 
concesionario responsable de la conducta que 
dio lugar a la causal de nulidad o del integrante 
o integrantes del concesionario que dieron lugar 
a la causal de nulidad, después del pago de 
acreencias a la totalidad de los terceros, quedarán 
como garantía de pago para atender las posibles 
reclamaciones por el término de cinco (5) años. La 
forma como quedarán a disposición estos recursos 

La autoridad judicial o administrativa 
competente podrá decretar como medida 
preventiva la aplicación de los incisos anteriores 
a investigaciones en curso. En este supuesto, la 
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penalidad mencionada en el presente parágrafo, 
descontada de los remanentes de la liquidación 
en los términos del mismo, se mantendrá a 
disposición de dicha autoridad administrativa o 

la investigación. Al momento de decretar la 
medida preventiva, la autoridad administrativa o 
judicial deberá individualizar las personas afectas 
a la ilicitud o infracción administrativa, a quienes 
se les aplicarán las sanciones y efectos señalados 
en los incisos anteriores.

Lo previsto en este artículo se entiende sin 

disciplinarias o penales a que haya lugar.
Artículo 21. El artículo 30 de la Ley 1508 de 

2012 quedará así:
Artículo 30. Asunción del contrato. En caso de 

podrán continuar con la ejecución del contrato 
hasta su terminación a través de terceros.

Parágrafo
absoluta dentro de un contrato de concesión o 
asociación público-privadas, suscrito incluso con 
anterioridad a la vigencia de la Ley 1508 de 2012, 
a sabiendas o no del contratista o de alguno de 
sus miembros o socios, o habiéndose presentado 
algunas de los supuestos previstos en el primer 
inciso del parágrafo 1° del artículo 32 de la 
presente ley, la autoridad judicial o administrativa 

previa a la terminación del contrato, la posibilidad 
de ejercer el derecho de asunción del mismo en 
los términos previstos en el presente parágrafo.

Así las cosas, el contrato podrá continuar su 

de terceros que estos designen, previa solicitud 
de estos a la entidad estatal contratante, en los 
términos pactados en el contrato para el evento 
de incumplimiento de dicho contratista. En dicha 
solicitud o designación no podrán participar los 

impedidos conforme a la Constitución y la ley.
La decisión de dar continuidad a la ejecución 

del proyecto por parte de la entidad contratante 
deberá darse dentro de los treinta días calendario 
siguientes a la solicitud, y posteriormente 
validarse por el juez del contrato, para lo cual 
deberá presentársele el sustento sobre (i) que el 
servicio público se afectaría con la terminación 

tendría de continuar con los términos contractuales 
pactados, después de haber realizado el balance 

relación contractual.
Una vez recibida la solicitud, el juez del 

contrato deberá decidir sobre su admisión, ordenar 
las pruebas que considere necesarias y adoptar 
una decisión de fondo, todo ello en audiencia 
pública, la cual podrá suspenderse cuando el 
juez lo considere necesario. La decisión deberá 
ser adoptada dentro de los treinta días calendario 

siguientes a la recepción de la solicitud, so pena 
de incurrir en falta grave.

En caso de que se haga efectiva la continuación 

a través de terceros designados por estos, en 
aplicación de lo previsto en este artículo, surgirá 
una nueva relación contractual entre la entidad 
contratante y el nuevo contratista, la cual será 
autónoma del contrato que hubiese estado viciado, 
y por lo tanto, no estará afectada por las causales de 
nulidad que dieron origen a esta medida, siempre 
que la nueva relación contractual no esté, a su vez, 
viciada de alguna causal de nulidad absoluta.

Si la causal de nulidad absoluta se presenta por 
la existencia de una conducta dolosa en la comisión 
de un delito o una infracción administrativa 
relacionada con la celebración o ejecución del 
contrato por parte la sociedad concesionaria o 
cualquiera de sus integrantes se hará efectiva 
una sanción a favor de la entidad estatal por un 
monto equivalente a la cláusula penal pecuniaria 
pactada, o en caso de que no se haya convenido, 
dicha suma será el cinco por ciento (5%) del 
valor del contrato. Dicha sanción estará a cargo 
del patrimonio del responsable o responsables de 
la conducta y en ningún caso será asumida con 
recursos del proyecto.

Frente a la determinación de continuidad del 
proyecto, autorizada en los términos señalados en 
el presente artículo, la sociedad concesionaria no 
podrá controvertir dicha decisión.

En el evento de no procederse con la asunción 
del contrato de acuerdo con lo previsto en el 
presente parágrafo, se procederá a la liquidación 
en los términos de los parágrafos del artículo 32 
de la presente ley.

Lo previsto en este artículo se entiende sin 

disciplinarias o penales a que haya lugar respecto 
del contratista original. 

Artículo Nuevo.  En 
los contratos que celebren las entidades estatales 
deberán pactar el pago anticipado y la entregada 
de anticipo, de acuerdo a los siguientes rangos:

En los contratos hasta 1.500 salarios mínimos 
legales vigentes, su monto no podrá exceder del 
cincuenta por ciento (50%) del valor del respectivo 
contrato.

En los contratos de 1501-7.500 salarios 
mínimos legales vigentes, su monto no podrá 
exceder del treinta por ciento (30%) del valor del 
respectivo contrato.

En los contratos de 7501-1.2500 salarios 
mínimos legales vigentes, su monto no podrá 
exceder del diez por ciento (10%) del valor del 
respectivo contrato.

En los contratos de 1.2501 salarios mínimos 
legales vigentes en adelante no se podrá pactar 
pago anticipado y la entregada de anticipo.
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Artículo Nuevo. El Gobierno nacional para la 
expedición de la reglamentación de los pliegos 
tipo de que trata el parágrafo 7° del artículo 4°, 
deberá tener en cuenta los siguientes criterios:1. Consultar el órgano directivo de las 

respectivas Regiones Administrativas y de 
Planeación (RAP).

Artículo Nuevo. Adiciónese un tercer parágrafo 
al artículo 5° de la Ley 1150 de 2017, el cual 
quedará así:

Parágrafo 3°. El Gobierno nacional atendiendo 

estructuras de costos y los precios unitarios de 
referencia aplicables en cada región acordes con 
los estudios de mercado y que serán aplicables 
para cada vigencia.

Artículo 22. Vigencia. Esta ley rige a partir de 
su promulgación, los procesos y procedimientos 
que se encuentren en curso se surtirán de acuerdo 
con las normas con las cuales se iniciaron.

Parágrafo Transitorio. El artículo 4° de la 
presente ley regirá una vez el Gobierno nacional 
expida la correspondiente reglamentación, en un 
plazo de seis (6) meses.

SECRETARÍA GENERAL

Bogotá, D. C., 23 de noviembre de 2017

En sesiones plenarias de los días 20 y 21 de 
noviembre de 2017, fue aprobado en Segundo 

Proyecto de ley número 285 de 2017 Cámara, 84 de 
2016 Senado, 

. 

siga su curso legal y reglamentario y de esta 
manera dar cumplimiento con lo establecido en el 
artículo 182 de la Ley 5ª de 1992.

Lo anterior, según consta en las Actas de Sesión 
Plenaria números 263 y 264 de noviembre 20 y 
21 de 2017, previo su anuncio en las sesiones de 
los días 16 y 20 de noviembre de los corrientes, 
correspondiente a las Actas números 262 y 263.

C A R T A S  D E  C O M E N T A R I O S
CARTA DE COMENTARIOS DEL 
MINISTERIO DEL INTERIOR AL 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY 

ESTATUTARIA NÚMERO 08 DE 2017 
SENADO, 016 DE 2017 CÁMARA

Estatutaria de la Administración de Justicia en la 

Bogotá, D. C., 21 de noviembre de 2017
Doctor
RODRIGO LARA RESTREPO
Representante a la Cámara
E. S. D.

Asunto: Se adjunta concepto sobre 
declaración de impedimento de honorables 
Congresistas frente al debate al Proyecto de Ley 
Estatutaria número 08 de 2017 Senado, 016 de 
2017 Cámara, Estatutaria de la Administración 
de Justicia en la Jurisdicción Especial para la 
Paz.

Respetado señor Representante:
De manera atenta, en relación con el asunto de 

la referencia, por medio de la presente adjunto el 
comunicado de prensa de la Corte Constitucional 
sobre la Sentencia C-674 de 20171, que resolvió 

1 Comunicado de prensa número 55 de 14 de noviembre de 
2017 Fe de Erratas, publicada por la Corte Constitucional.
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sobre la constitucionalidad del Acto Legislativo 
número 01 de 20172, y el concepto expedido por 

según el cual, luego de la decisión de la Corte 
Constitucional sobre el Acto Legislativo número 

un honorable Congresista, ya Senador de la 
República ora Representante a la Cámara, 
frente al Proyecto de Ley Estatutaria número 
08 de 2017 Senado, 016 de 2017 Cámara, 
Estatutaria de la Administración de Justicia 
en la Jurisdicción Especial para la Paz por la 
existencia de procesos judiciales en contra de 
los Senadores o Representantes o a familiares 
suyos dentro de los grados de consanguinidad 
establecidos en el artículo 286 de la Ley 5ª de 
1992 que se adelantan por parte de la Corte 
Suprema de Justicia.

En síntesis, tanto la decisión de la Corte como 
el concepto en cuestión tienen en cuenta que 
frente a la comparecencia de los terceros a la 
JEP, según el fallo de la Corte: (i) es obligatoria 
para los combatientes, y (ii) es voluntaria para los 
civiles y los agentes del Estado no miembros de 
la Fuerza Pública, “en función de las ventajas que 
puedan obtener como contrapartida a su decisión 

repetición”, y los congresistas son agentes del 
Estado no combatientes, sino que eventualmente 
entrarían en la categoría de “
del Estado no miembros de la Fuerza Pública”, 
para quienes la comparecencia a la JEP es 
voluntaria según la decisión de la Corte.

En estricto sentido, tras la decisión de la 
Corte Constitucional sobre el Acto Legislativo 

de intereses si un honorable Congresista, su 
cónyuge, compañero o compañera permanente 
o pareja del mismo sexo, alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad 

socio o socios de derecho o de hecho, es (i) ex 
combatiente de las Farc-EP o (ii) miembro 
de la Fuerza Pública que esté siendo objeto 
de investigación por hechos ocurridos “en el 

”.
Cordial saludo,

2  
transitorias de la Constitución para la terminación del 

.

Anexos: Comunicado de prensa número 55 
de 14 de noviembre de 2017. Fe de Erratas Corte 
Constitucional. 

del Interior.
MEMORANDO

MEM17-62218-OAJ-1400
Bogotá, D. C., martes, 21 de noviembre de 2017

Para: Doctor Guillermo Rivera Flórez, 
Ministro del Interior

De:
Asunto: Concepto sobre declaración de 

impedimento de honorables 
Congresistas frente al debate al 
Proyecto de Ley Estatutaria número 08 
de 2017 Senado, 016 de 2017 Cámara, 
Estatutaria de la Administración de 
Justicia en la Jurisdicción Especial 
para la Paz.

Respetado señor Ministro:
De la manera más atenta, doy respuesta a su 

petición de concepto, por medio de la cual solicitó 
determinar si es procedente que los honorables 
Congresistas se declaren impedidos para el debate 
al Proyecto de Ley Estatutaria número 08 de 2017 
Senado, 016 de 2017 Cámara, Estatutaria de la 
Administración de Justicia en la Jurisdicción 
Especial para la Paz por considerar que existe 

procesos judiciales en contra de los Senadores 
o Representantes o a familiares suyos dentro de 
los grados de consanguinidad establecidos en el 
artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 que se adelantan 
por parte de la Corte Suprema de Justicia.

1. Problema jurídico

Congresista, ya Senador de la República ora 
Representante a la Cámara, frente al Proyecto de 
Ley Estatutaria número 08 de 2017 Senado, 016 
de 2017 Cámara Estatutaria de la Administración 
de Justicia en la Jurisdicción Especial para la Paz 
por la existencia de procesos judiciales en contra 
de los Senadores o Representantes o a familiares 
suyos dentro de los grados de consanguinidad 
establecidos en el artículo 286 de la Ley 5ª de 1992 
que se adelantan por parte de la Corte Suprema de 
Justicia?

2. Análisis y argumentación
2.1. Para dilucidar la cuestión, resulta oportuno 

tener en cuenta que la Corte Constitucional 
recientemente resolvió sobre la constitucionalidad 
del Acto Legislativo número 01 de 20173

1, 
mediante Sentencia C-674 de 20174

2, y precisó:

1  -
-
-

2  Comunicado de prensa número 55 de 14 de noviembre 
de 2017. Se aclara para todos los efectos que se tiene en 
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“21. Los incisos 2° y 3° del artículo transitorio 
16 del artículo 1° del Acto Legislativo número 01 
de 2017. Encontró la Corte que el acceso forzoso 

Jurisdicción Especial para la Paz y al tratamiento 
especial correspondiente, anula la garantía del juez 
natural y el principio de legalidad. Con respecto a 
lo primero, la Corte señaló que si bien, dentro del 
principio de juez natural es posible crear tribunales 
especiales, y hacer cambios de competencia, el 
acceso forzoso de terceros y agentes del Estado no 
integrantes de la Fuerza Pública a la JEP, implicaría 
radicar en un órgano jurisdiccional autónomo, 

la competencia para juzgar los delitos y las demás 

cometidas con anterioridad a su creación, a partir 
de principios y reglas ajenas a las que irradiaron 
el diseño de la jurisdicción en la Constitución 
de 1991, tanto en su conformación como en su 
estructura y funcionamiento, y que además, en 
relación con tales terceros, puede no satisfacer 
las garantías de independencia interna y externa 
y de imparcialidad. Ello, en la medida en que la 
Jurisdicción Especial para la Paz fue concebida en 
el marco de un proceso de negociación entre el 
Gobierno nacional y uno de los combatientes en el 

reincorporación del referido grupo a la vida civil. 
Se trata entonces de una jurisdicción ad hoc creada 
con posterioridad a los hechos que serán objeto del 
juzgamiento, y que, por las reglas con las cuales 
fue concebida, y en función, precisamente, de su 
carácter transicional, ofrece amplias garantías 

cuales, por consiguiente, quedan sometidos a ella, 
al paso que los civiles y los agentes del Estado no 
miembros de la Fuerza Pública, solo accederán a 
esa instancia voluntariamente, en función de las 
ventajas que puedan obtener como contrapartida 
a su decisión de aportar verdad, reparación y 
garantías de no repetición.

Asimismo, en la medida en que el régimen 
punitivo al que se encuentran sometidos los 
terceros civiles que acceden a la JEP no se 
encuentra determinado en el mismo Acto 
Legislativo, y que incluso en algunos aspectos 
es distinto y eventualmente más desventajoso 
que el previsto para los combatientes en 

relativas a la procedencia de la amnistía, del 
indulto y de la renuncia a la persecución penal, 
a la responsabilidad patrimonial frente a las 
víctimas o a las inhabilidades generadas por las 
condenas, concluye la Corte que la imposición 
forzosa de este régimen transgrede el principio 

cuenta el comunicado de prensa original y la Fe de Erra-
tas, publicada por la Corte Constitucional.

de legalidad. Precisa la Corte que la oportunidad 
y las condiciones para acogerse a la JEP deben 
regularse por el legislador en atención al momento 
en el que el tercero sea o haya sido formalmente 
vinculado por la jurisdicción penal ordinaria a un 
proceso por una conducta punible de competencia 
de la JEP, con tratamiento diferenciado en función 
de la oportunidad y del grado de reconocimiento 
de verdad y de responsabilidad.

Destacó la Corte, por otro lado, que el acceso 
voluntario a la Jurisdicción Especial para la Paz 
no genera ningún espacio de impunidad, ya que la 

no a la responsabilidad penal de estas personas, ni 
a su deber de colaborar con la verdad, la justicia, 
la reparación y la garantía de no repetición, sino 
a la jurisdicción y al régimen jurídico al que se 
encuentran sometidas, de modo que el efecto 
jurídico de la declaratoria de inexequibilidad de 
los incisos 2° y 3° del artículo transitorio 16 es 
que los terceros civiles se encuentran sujetos en 
principio, al juez natural y al régimen jurídico 
general determinado en la Constitución Política 
y la legislación ordinaria, régimen que, por 
lo demás, es más estricto que el contemplado 
en el Acto Legislativo número 01 de 2017. 
Dado que los criterios de priorización y de 
selección son inherentes a un sistema de justicia 
transicional, la Fiscalía General de la Nación y la 
Procuraduría General de la Nación adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar los derechos 
fundamentales de las víctimas en los procesos 
ante la jurisdicción ordinaria” (subrayado fuera 
del original).

En resumen, frente a la comparecencia de 
los terceros a la JEP, según el fallo de la Corte: 
(i) es obligatoria para los combatientes, y (ii) 
es voluntaria para los civiles y los agentes del 
Estado no miembros de la Fuerza Pública, “en 
función de las ventajas que puedan obtener como 
contrapartida a su decisión de aportar verdad, 

.
2.2.  De conformidad con lo previsto en 

el artículo 286 de la Ley 5ª de 1992, “todo 
Congresista, cuando exista interés directo en la 
decisión porque le afecte de alguna manera, o a su 

1

3, 
o a alguno de sus parientes dentro del cuarto 

primero civil, o a su socio o socios de derecho o de 
hecho, deberá declararse impedido de participar 

 
(subrayado fuera del original).

3  Aparte normativo declarado condicionalmente exequible 
por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-029 de 
2009, “en el entendido de que en igualdad de condicio-
nes, ellas comprenden también a los integrantes de las 

.
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2.3.  Así las cosas, teniendo en cuenta la 
decisión de la Corte Constitucional sobre el 
Acto Legislativo número 01 de 2017, solo 

Congresista, su cónyuge, compañero o 
compañera permanente o pareja del mismo 
sexo, o alguno de sus parientes dentro del cuarto 

o primero civil, o su socio o socios de derecho o 
de hecho es (i) ex combatiente de las Farc, o (ii) 
miembro de la Fuerza Pública que esté siendo 
objeto de investigación por hechos ocurridos “en 

para los Honorables Congresistas porque como 
agentes del Estado no son combatientes, sino que 
entran en la categoría de 

 para 
quienes la comparecencia a la JEP es voluntaria.

3. Conclusión
Con base en los argumentos antedichos, luego 

de la decisión de la Corte Constitucional sobre 
el Acto Legislativo número 01 de 2017 puede 
concluirse:

Honorable Congresista, ya Senador de la 
República ora Representante a la Cámara, 
frente al Proyecto de Ley Estatutaria número 
08 de 2017 Senado y 016 de 2017 Cámara, 
Estatutaria de la Administración de Justicia 
en la Jurisdicción Especial para la Paz por la 
existencia de procesos judiciales en contra de 
los Senadores o Representantes o a familiares 
suyos dentro de los grados de consanguinidad 
establecidos en el artículo 286 de la Ley 5ª de 
1992 que se adelantan por parte de la Corte 
Suprema de Justicia.

intereses si un Honorable Congresista, su 
cónyuge, compañero o compañera permanente 
o pareja del mismo sexo, alguno de sus parientes 
dentro del cuarto grado de consanguinidad 

socio o socios de derecho o de hecho, es (i) ex 
combatiente de las Farc-EP o (ii) miembro de 
la Fuerza Pública que esté siendo objeto de 
investigación por hechos ocurridos “en e l 

Cordial saludo,

1.  Norma revisada

ACTO LEGISLATIVO  
NÚMERO 01 DE 2017

disposiciones transitorias de la Constitución 

El Congreso de Colombia
En virtud del Procedimiento Legislativo 

Especial para la Paz,
DECRETA:

Artículo 1°. La Constitución Política tendrá un 
nuevo título transitorio, así:

TÍTULO TRANSITORIO
DE LAS NORMAS PARA LA 

TERMINACIÓN DEL CONFLICTO 
ARMADO Y LA CONSTRUCCIÓN DE UNA 

PAZ ESTABLE Y DURADERA
CAPÍTULO I

SISTEMA INTEGRAL DE VERDAD, 
JUSTICIA, REPARACIÓN Y NO 

REPETICIÓN
Artículo transitorio 1°. Sistema Integral de 

Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 
(SIVJRNR)  El Sistema Integral estará compuesto 
por los siguientes mecanismos y medidas: la 
Comisión para el Esclarecimiento de la Verdad, la 
Convivencia y la No Repetición; la Unidad para 
la Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas 

Jurisdicción Especial para la Paz; las medidas de 
reparación integral para la construcción de paz y 
las garantías de no repetición.
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El Sistema Integral parte del principio de 
reconocimiento de las víctimas como ciudadanos 
con derechos; del reconocimiento de que debe 
existir verdad plena sobre lo ocurrido; del principio 
de reconocimiento de responsabilidad por parte 
de todos quienes participaron de manera directa o 

de alguna manera en graves violaciones a los 
derechos humanos y graves infracciones al 
Derecho Internacional Humanitario; del principio 
de satisfacción de los derechos de las víctimas a la 
verdad, la justicia, la reparación y la no repetición.

El Sistema es integral, para que las medidas 
logren un máximo de justicia y de rendición de 
cuentas sobre las violaciones a los derechos 
humanos e infracciones al DIH ocurridas a lo 

contribuye también al esclarecimiento de la verdad 

histórica.
El Sistema Integral hará especial énfasis en 

medidas restaurativas y reparadoras, y pretende 
alcanzar justicia no solo con sanciones retributivas. 
Uno de los paradigmas orientadores de la JEP 
será la aplicación de una justicia restaurativa que 
preferentemente busca la restauración del daño 
causado y la reparación de las víctimas afectadas 

la situación de exclusión social que les haya 
provocado la victimización. La justicia restaurativa 
atiende prioritariamente las necesidades y la 
dignidad de las víctimas y se aplica con un enfoque 
integral que garantiza la justicia, la verdad y la no 
repetición de lo ocurrido.

Los distintos mecanismos y medidas de verdad, 
justicia, reparación y no repetición, en tanto parte 
de un sistema que busca una respuesta integral 
a las víctimas, no pueden entenderse de manera 
aislada. Estarán interconectados a través de 
relaciones de condicionalidad y de incentivos para 
acceder y mantener cualquier tratamiento especial 
de justicia, siempre fundados en el reconocimiento 
de verdad y responsabilidades. El cumplimiento 

Jurisdicción Especial para la Paz.
Parágrafo 1°. El Sistema Integral tendrá un 

enfoque territorial, diferencial y de género, que 
corresponde a las características particulares 
de la victimización en cada territorio y cada 
población y en especial a la protección y atención 
prioritaria de las mujeres y de los niños y niñas 

género y diferencial se aplicará a todas las fases y 
procedimientos del Sistema, en especial respecto 
a todas las mujeres que han padecido o participado 

La conformación de todos los componentes 
del Sistema Integral deberá tener en cuenta la 
participación equitativa entre hombres y mujeres 
con respeto a la diversidad étnica y cultural 
y los principios de publicidad, transparencia, 

participación ciudadana, idoneidad ética y 

Parágrafo 2°. El Estado, por intermedio del 
Gobierno nacional, garantizará la autonomía 

presupuestal del SIVJRNR y en especial del 
componente de justicia, para lo cual podrá hacer 
uso del Plan de Inversiones para la Paz contenido 
en el artículo 3° del Acto Legislativo número 01 
de 2016.

CAPÍTULO II
COMISIÓN PARA EL 

ESCLARECIMIENTO DE LA VERDAD, LA 
CONVIVENCIA Y LA NO REPETICIÓN Y 
UNIDAD DE BÚSQUEDA DE PERSONAS 

DADAS POR DESAPARECIDAS EN 
EL CONTEXTO Y EN RAZÓN DEL 

CONFLICTO ARMADO
Artículo transitorio 2°. La Comisión para el 

Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia 
y la No Repetición. La Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y la 
No Repetición será un ente autónomo del orden 
nacional con personería jurídica, con autonomía 
administrativa, presupuestal y técnica, sujeta a un 
régimen legal propio.

La Comisión será un órgano temporal y de 
carácter extrajudicial, que busca conocer la 

y contribuir al esclarecimiento de las violaciones 
e infracciones cometidas en el mismo y ofrecer 
una explicación amplia de su complejidad a toda 
la sociedad; promover el reconocimiento de las 
víctimas y el reconocimiento voluntario de las 
responsabilidades individuales o colectivas de 
quienes participaron directa e indirectamente en 

en los territorios para garantizar la no repetición. 
La ley reglamentará el mandato, funciones, 
composición, y funcionamiento conforme a 
los principios orientadores dispuestos en el 
subpunto 5.1.1.1. del Acuerdo Final, incluyendo 
los mecanismos de rendición de cuentas sobre 
su gestión, siempre que ellos no menoscaben la 
autonomía de la Comisión.

Las actividades de la Comisión no tendrán 
carácter judicial, ni podrán implicar la imputación 
penal de quienes comparezcan ante ella.

Artículo transitorio 3°. Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas en el contexto 

 La Unidad de 
Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas 

un ente del orden nacional con personería jurídica 
y con autonomía administrativa, presupuestal 
y técnica. La Unidad de Búsqueda de Personas 
dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón 

y extrajudicial y dirigirá, coordinará y contribuirá 
a la implementación de acciones humanitarias 
encaminadas a la búsqueda y localización de 
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personas dadas por desaparecidas en el contexto 

con vida y en los casos de fallecimiento, cuando 

de sus restos. La ley reglamentará la naturaleza 
jurídica, el mandato, funciones, composición, 
y funcionamiento de la Unidad, incluyendo los 
mecanismos de rendición de cuentas sobre su 
gestión, siempre que ellos no menoscaben su 
autonomía. La ley establecerá las atribuciones 
necesarias con las que contará la UBPD para 
cumplir efectivamente su mandato de búsqueda 
humanitaria y extrajudicial. En todo caso, las 
actividades de la Unidad de Búsqueda de Personas 
dadas por Desaparecidas en el contexto y en razón 

las investigaciones de carácter judicial a las que 
haya lugar en cumplimiento de las obligaciones 
que tiene el Estado.

Los órganos del Estado brindarán toda la 
colaboración que requiera la Unidad. Se deberá 
promover la participación de las víctimas y sus 
organizaciones en todas las fases del proceso 
de búsqueda, localización, recuperación, 

personas dadas por desaparecidas en el contexto y 

Artículo transitorio 4°. Excepción al 
deber de denuncia. Para garantizar el adecuado 
funcionamiento de la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y 
la No Repetición y de la Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas en el contexto 

personal que les preste servicios estarán exentos 
del deber de denuncia y no podrán ser obligados a 
declarar en procesos judiciales, siempre y cuando 
el conocimiento de tales hechos haya sido en 
desarrollo de sus respectivas funciones misionales.

Parágrafo. De ser requeridos por la 
Jurisdicción Especial para la Paz, por otras 
autoridades competentes o por la Comisión para 
el Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia 
y la No Repetición, quienes en desarrollo de las 
funciones propias de la Unidad de Búsqueda de 
Personas dadas por Desaparecidas en el contexto 

y explicar lo concerniente a esos informes y los 
elementos materiales asociados al cadáver.

CAPÍTULO III
JURISDICCIÓN ESPECIAL PARA LA 

PAZ
Artículo transitorio 5°. Jurisdicción Especial 

para la Paz. La Jurisdicción Especial para la Paz 
(JEP) estará sujeta a un régimen legal propio, 
con autonomía administrativa, presupuestal 
y técnica; administrará justicia de manera 
transitoria y autónoma y conocerá de manera 
preferente sobre todas las demás jurisdicciones 
y de forma exclusiva de las conductas cometidas 

con anterioridad al 1° de diciembre de 2016, por 
causa, con ocasión o en relación directa o indirecta 

en el mismo, en especial respecto a conductas 
consideradas graves infracciones al Derecho 
Internacional Humanitario o graves violaciones 
de los derechos humanos. Sus objetivos son 
satisfacer el derecho de las víctimas a la justicia; 
ofrecer verdad a la sociedad colombiana; proteger 
los derechos de las víctimas; contribuir al logro de 
una paz estable y duradera; y adoptar decisiones 
que otorguen plena seguridad jurídica a quienes 
participaron de manera directa o indirecta en el 

de las mencionadas conductas. Respecto de los 
combatientes de los grupos armados al margen de 
la ley, el componente de justicia del Sistema solo 

paz con el Gobierno nacional. La pertenencia al 
grupo rebelde será determinada, previa entrega de 
listados por dicho grupo tras la llegada a las Zonas 
Veredales Transitorias de Normalización (ZVNT) 
y a los Puntos Transitorios de Normalización 
(PTN), a través de un delegado expresamente 
designado para ello. Estas listas serán recibidas por 
el Gobierno nacional de buena fe, de conformidad 

La JEP también ejercerá su competencia respecto 
de las personas que en providencias judiciales 
hayan sido condenados, procesadas o investigadas 
por la pertenencia a las FARC-EP, dictadas antes 
del 1° de diciembre de 2016, aunque no estuvieren 
en el listado de dicho grupo. En relación con los 
integrantes de organizaciones que suscriban 
acuerdos de paz con el Gobierno, el tratamiento 
especial de justicia se aplicará también respecto 
a conductas estrechamente vinculadas al proceso 
de dejación de armas desarrollado desde el 
primero de diciembre de 2016 hasta el momento 

armas por parte de Naciones Unidas, conforme a 

las conductas delictivas que se considerarán 
estrechamente vinculadas al proceso de dejación 
de armas conforme a lo establecido en el punto 
5.1.2 del Acuerdo Final, y la JEP evaluará en cada 
caso ese vínculo de acuerdo con los parámetros 
trazados por esa ley.

La ley reglamentará el tratamiento penal 

del Acuerdo Final en lo relativo a la erradicación 
voluntaria de cultivos ilícitos, y determinará, 
conforme a lo establecido en el Acuerdo Final, en 
qué casos y bajo qué circunstancias corresponde 
a la jurisdicción ordinaria la investigación y 
juzgamiento de los delitos de conservación y 

estupefacientes (artículo 376 del Código Penal) 
y destinación ilícita de muebles o inmuebles 
(artículo 377 del Código Penal) cometidos por 
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las personas respecto de quienes la JEP tendría 
competencia.

Si con posterioridad a la entrada en vigencia de 

de dejación de armas alguna de las personas 
sujetas a la jurisdicción de la JEP cometiera un 
nuevo delito, este será de conocimiento de la 
justicia ordinaria. Adicionalmente, en esos casos 
la JEP evaluará si esta nueva conducta, cuando 
corresponda con las que serían de su competencia, 
implica un incumplimiento de las condiciones del 
Sistema, que amerite no aplicarle las sanciones 
propias o alternativas a las que tendría derecho 
por los delitos de competencia de la JEP, sino las 
ordinarias contempladas en la misma JEP, que 
deberán ser cumplidas en los sitios ordinarios de 
reclusión.

Cuando se trate de delitos de ejecución 
permanente atribuibles a cualquiera de las 
personas sobre las que la JEP tiene competencia, 
cuya comisión haya comenzado antes del primero 
de diciembre de 2016, la JEP mantendrá su 
competencia respecto de ellos si con posterioridad 
a esa fecha no han cesado sus efectos, e inaplicará 
las sanciones propias y alternativas si concluye 
que se incumplieron las condiciones del Sistema. 
En todo caso, corresponderá a la Jurisdicción 
Ordinaria la investigación y juzgamiento de los 
delitos de que trata el Libro Segundo, Capítulo 
Quinto, Título Décimo del Código Penal, cuando 
ellos se cometan sobre bienes o activos que no 

acordado y elaborado durante el tiempo que las 
FARC-EP permanezcan en las Zonas Veredales 
Transitorias de Normalización en el proceso 
de Dejación de Armas, y siempre que se hayan 
realizado actos de ejecución después de la entrega 

Corresponderá a la Jurisdicción Ordinaria la 
investigación y juzgamiento de los delitos de que 
trata el Libro Segundo, Capítulo Quinto, Título 
Décimo del Código Penal, cuando ellos se cometan 

Estado respecto de bienes inmuebles que hayan 
sido adquiridos mediante despojo o abandono 
forzado, siempre que por parte de aquellos se 
hayan realizado actos de ejecución después de la 
entrada en vigencia del presente Acto Legislativo.

Si respecto de uno de los casos previstos en los 

de competencias, se aplicará el mecanismo de 
solución previsto en el artículo 9° transitorio de 
este Acto Legislativo.

La JEP al adoptar sus resoluciones o sentencias 

respecto a las conductas objeto del mismo, 

colombiano y/o en las normas de Derecho 
Internacional en materia de Derechos Humanos 
(DIDH), Derecho Internacional Humanitario 
(DIH) o Derecho Penal Internacional (DPI), 

siempre con aplicación obligatoria del principio 
de favorabilidad.

Para acceder al tratamiento especial previsto 
en el componente de Justicia del Sistema Integral 
de Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 
(SIVJRNR) es necesario aportar verdad plena, 
reparar a las víctimas y garantizar la no repetición. 

disponga de los elementos para ello, de manera 
exhaustiva y detallada las conductas cometidas 
y las circunstancias de su comisión, así como 

atribuir responsabilidades, para así garantizar 
la satisfacción de los derechos de las víctimas 
a la reparación y a la no repetición. El deber de 
aportar verdad no implica la obligación de aceptar 
responsabilidades. Quien aporte de manera dolosa 
información falsa, o incumpla cualquiera de las 
condiciones del Sistema, perderá el tratamiento 
especial de justicia.

La ley regulará entre otros los principios, 
organización, competencias entre ellas por el 
factor personal, procedimientos, participación de 
las víctimas y régimen de sanciones conforme a 

para la Paz.
Parágrafo 1°. La creación y el funcionamiento 

de la Jurisdicción Especial para la Paz no 

personas que hayan ejercido la Presidencia de 
la República, de conformidad con lo establecido 
en el artículo 174 de la Constitución Política de 
Colombia. En caso de que ante la JEP obre una 
información que comprometa a una persona que 
haya ejercido la Presidencia de la República, 
dicha información se remitirá a la Cámara de 
Representantes para lo de su competencia, 
remisión que se efectuará en el momento que se 
considere adecuado por la JEP, después de haber 

Parágrafo 2°.
funcionamiento y la autonomía administrativa, 
presupuestal y técnica de la jurisdicción especial 
para la paz, el Secretario Ejecutivo y el Presidente 
o la instancia de gobierno de la JEP que los 

de manera exclusiva, y solo durante el tiempo 
de vigencia de la misma, todas las funciones 
asignadas a la Sala Administrativa del Consejo 
Superior de la Judicatura establecidas en el Acto 
Legislativo número 02 de 2015 y en la Ley 270 
de 1996 respecto al gobierno y administración de 
esta Jurisdicción.

Artículo transitorio 6°. Competencia 
prevalente. El componente de justicia del 
SIVJRNR, conforme a lo establecido en el 
Acuerdo Final, prevalecerá sobre las actuaciones 
penales, disciplinarias o administrativas por 
conductas cometidas con ocasión, por causa o 
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armado, al absorber la competencia exclusiva 
sobre dichas conductas.

Respecto a las sanciones o investigaciones 
disciplinarias o administrativas, incluidas las 
pecuniarias impuestas a personas naturales en 
cualquier jurisdicción, la competencia de la 
Jurisdicción Especial para la Paz se limitará 
bien a anular o extinguir la responsabilidad o la 
sanción disciplinaria o administrativa impuesta 
por conductas cometidas con ocasión, por causa 

armado, o bien a revisar dichas sanciones, todo 
ello a solicitud del sancionado o investigado. En 
todo caso la solicitud no podrá llevar aparejada 
la reapertura de una investigación penal por los 
mismos hechos. En caso de que se solicite la 
revisión de la sanción impuesta o la extinción 
de la sanción y responsabilidad, será competente 
la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz. 
Respecto a los investigados, será competente la 

Artículo transitorio 7°. Conformación. La 
Jurisdicción estará compuesta por la Sala de 
Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad 
y de Determinación de los Hechos y Conductas, 

salas que desarrollarán su trabajo conforme a 
criterios de priorización elaborados a partir de 
la gravedad y representatividad de los delitos y 
del grado de responsabilidad en los mismos; la 
Sala de Amnistía o Indulto; el Tribunal para la 
Paz; la Unidad de Investigación y Acusación, y 
la Secretaría Ejecutiva. La Jurisdicción contará 
además con un Presidente.

El Tribunal para la Paz es el órgano de cierre 
y la máxima instancia de la Jurisdicción Especial 
para la Paz. Estará conformado por dos secciones 
de primera instancia, una Sección de Revisión 
de Sentencias, una Sección de Apelación y la 

para la Paz estará conformado por un mínimo de 
20 magistrados colombianos titulares. Además, 
se contará con 4 juristas expertos extranjeros que 
intervendrán. Excepcionalmente, a solicitud de las 

la Sección que vaya a conocer el caso pedirá la 
intervención, como amicus curiae, de hasta 2 
juristas extranjeros de reconocido prestigio. Estos 

un concepto o amicus curiae sobre la materia del 

de juicio o informaciones relevantes al caso. 
Cuando se requiera la intervención de los juristas 
extranjeros, estos participarán en los debates 
de la Sección en la que se hubiera requerido su 
intervención, en las mismas condiciones que los 
magistrados, pero sin derecho de voto.

Las Salas de reconocimiento de verdad, de 
responsabilidad y de determinación de los hechos y 

y de amnistía o indulto estarán conformadas por 
un total de 18 magistrados colombianos. Además, 

se contará con 6 juristas expertos extranjeros. 
Excepcionalmente, a solicitud de las personas 

que vaya a conocer el caso pedirá la intervención, 
como amicus curiae, de hasta 2 juristas extranjeros 

concepto o amicus curiae sobre la materia del 

de juicio o informaciones relevantes al caso. 
Cuando se requiera la intervención de los juristas 
extranjeros, estos participarán en los debates de la 
Sala en la que hubiera requerido su intervención, 
en las mismas condiciones que los magistrados, 
pero sin derecho de voto.

Además, estarán a disposición de la JEP 13 
magistrados colombianos adicionales en calidad 
de magistrados suplentes o sustitutos, y 4 juristas 
expertos extranjeros para intervenir como amicus 
curiae suplentes o sustitutos. En caso de que se 
requiera, el pleno de magistrados de la Jurisdicción 
hará los nombramientos necesarios de la lista de 
magistrados suplentes o sustitutos o de la lista 
de juristas extranjeros suplentes o sustitutos, 
seleccionados por el Comité de Escogencia.

La Unidad de Investigación y Acusación 
realizará las investigaciones correspondientes y 
adelantará el ejercicio de la acción penal ante el 
Tribunal para la Paz, para lo cual podrá solicitar 
la colaboración de la Fiscalía General de la 
Nación y establecer acuerdos de cooperación con 
esta. Igualmente podrá solicitar a otros órganos 
competentes del Estado o a organizaciones de 
Derechos Humanos y de víctimas, que informen 
respecto de hechos sobre los cuales no se cuente 

con un equipo de investigación especial para casos 
de violencia sexual. El Director de la Unidad será 
escogido por el Comité de Escogencia señalado 
en el parágrafo de este artículo. La Unidad 

posesionados por el Director de la Unidad, quien 
tendrá plena autonomía para seleccionarlos y 
nombrarlos, así como a los demás profesionales 
que requiera para hacer parte de la Unidad.

ser funcionarios de carrera y no se les aplicará 
ninguna limitación de edad como requisito 
para su designación o permanencia en el cargo. 
Igualmente, no se les aplicará el sistema de carrera 
ni tendrán que pertenecer a la Rama Judicial.

Para ser elegido Magistrado del Tribunal para 
la Paz deberán reunirse los requisitos señalados en 
el artículo 232 de la Constitución Política, salvo 
en lo relacionado con el límite de edad.

Para ser elegido Magistrado de Sala deberán 
reunirse los mismos requisitos que se requieren 
para ser Magistrado de Tribunal Superior de 
Distrito Judicial.

La Secretaría Ejecutiva se encargará de 
la administración, gestión y ejecución de los 
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recursos de la Jurisdicción Especial para la Paz. 
El Secretario Ejecutivo podrá adoptar medidas 
cautelares anticipadas para preservar documentos 

la ley.
Todas las sentencias del Tribunal para la Paz, 

así como las resoluciones de las Salas de la JEP que 

inmutabilidad.
La Jurisdicción deberá ser conformada con 

criterios de participación equitativa entre hombres 
y mujeres, garantías de no discriminación y 
respeto a la diversidad étnica y cultural.

Parágrafo 1°. Los magistrados de la JEP, el 
Director de la Unidad de Investigación y Acusación, 
los juristas expertos extranjeros que actuarán en 
calidad de amicus curiae, el Secretario Ejecutivo 
de la JEP, el Presidente o Presidenta inicial de 
la JEP, los comisionados de la Comisión para el 
Esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y 
la No Repetición, y el director de la Unidad de 
Búsqueda de Personas dadas por Desaparecidas 

serán seleccionados por un Comité de Escogencia 
que gozará de autonomía e independencia y que 
será conformado por reglamento expedido por 
el Gobierno nacional. El Secretario Ejecutivo 
de la JEP será designado por el Responsable del 

por el Comité de Escogencia.
Los miembros del Comité de Escogencia no 

asumirán ninguna responsabilidad personal por 
la selección de los magistrados, comisionados y 
demás funcionarios que deben escoger en virtud 
de este artículo transitorio. En relación con los 
funcionarios de la JEP, el Secretario Ejecutivo 
nominará a las personas seleccionadas por el 
Comité, quienes se posesionarán ante el Presidente 
de la República.

Parágrafo 2°. Mientras se cumple el 
procedimiento previsto para el nombramiento 

requisitos para la libertad transitoria, anticipada 
y condicionada o la privación de la libertad en 
Unidad Militar o Policial de los miembros de la 
Fuerza Pública, será cumplida por la persona que 
ha sido designada como Secretario Ejecutivo de la 
Jurisdicción Especial para la Paz por el responsable 

Organización de Naciones Unidas (ONU), según 
comunicación del 26 de enero de 2017. Estas 
funciones de Secretario Ejecutivo comenzarán 
a desarrollarse por esta persona desde la entrada 
en vigencia del presente acto legislativo, sin 
necesidad de que entre en funcionamiento la JEP.

Artículo transitorio 8°. Acciones de tutela 
contra acciones u omisiones de la JEP. La acción 
de tutela procederá contra las acciones u omisiones 

de los órganos de la Jurisdicción Especial para la 
Paz, que hayan violado, violen o amenacen los 
derechos fundamentales.

La acción de tutela en contra de las providencias 

del derecho fundamental sea consecuencia 
directa por deducirse de su parte resolutiva y se 
hubieran agotado todos los recursos al interior de 
la Jurisdicción Especial para la Paz, no existiendo 
mecanismo idóneo para reclamar la protección 
del derecho vulnerado o amenazado. En el caso 
de violaciones que se realicen por afectación al 
debido proceso, deberá interponerse tras haber 
agotado el recurso procedente ante los órganos de 
la JEP.

Las peticiones de acción de tutela deberán ser 
presentadas ante el Tribunal para la Paz, único 
competente para conocer de ellas. La primera 
instancia será decidida por la Sección de Revisión. 
La segunda por la Sección de Apelaciones. El 
fallo de tutela podrá ser revisado por la Corte 
Constitucional de conformidad con las siguientes 
reglas:

La decisión sobre la selección del fallo a revisar 
en tutela será adoptada por una sala conformada 
por dos Magistrados de la Corte Constitucional 
escogidos por sorteo y dos magistrados de la 
Jurisdicción Especial para la Paz. El fallo será 
seleccionado si los cuatro magistrados votan a 
favor de la selección.

Las sentencias de revisión serán proferidas 
por la Sala Plena de la Corte Constitucional. Si 
esta encuentra que el derecho invocado ha sido 
vulnerado, así lo declarará precisando en qué 
consiste la violación, sin anular, invalidar o dejar 
sin efectos la decisión del órgano de la Jurisdicción 
Especial para la Paz ni tampoco excluirse los 
hechos y conductas analizados en la acción 
de tutela de la competencia de la Jurisdicción 
Especial para la Paz. La sentencia será remitida al 
Tribunal para la Paz para que adopte la decisión 
que corresponda respetando el derecho amparado. 
La providencia, resolución o acto del órgano de la 
JEP expedido en cumplimento de la sentencia de 
la Corte Constitucional no podrá ser objeto de una 
nueva acción de tutela.

Artículo transitorio 9°. Asuntos de 
competencia. 
cualquier, jurisdicción y la JEP serán dirimidos por 
una Sala Incidental conformada por 3 Magistrados 
de la Corte Constitucional elegidos por esta y 3 
magistrados de las salas o secciones de la JEP no 

últimos serán elegidos por la plenaria de la JEP. 
La decisión se adoptará en la Sala incidental por 
mayoría simple y en caso de no alcanzarse una 
mayoría, en aplicación del carácter preferente de 
la Jurisdicción Especial para la Paz, resolverá el 
Presidente de esta Jurisdicción.
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la Jurisdicción Especial Indígena serán dirimidos 
por una Sala Incidental conformada por dos (2) 
magistrados de las salas o secciones de la JEP no 

(2) autoridades tradicionales del pueblo indígena 
que ejerció o está ejerciendo jurisdicción en el 
caso concreto. La decisión se adoptará en la Sala 
Incidental por mayoría simple y en caso de no 
alcanzarse una mayoría, en aplicación del carácter 
preferente de la Jurisdicción Especial para la 
Paz, resolverá el Presidente de esta Jurisdicción. 
En el reglamento de la JEP se establecerán los 
mecanismos de articulación y coordinación con 
la Jurisdicción Especial Indígena y se incluirán 
la forma y la oportunidad en que las decisiones 
adoptadas o por adoptar por las autoridades 
tradicionales correspondientes sobre conductas de 
competencia de la JEP pasarán a conocimiento de 
esta.

Artículo transitorio 10. Revisión de 
sentencias y providencias. A petición del 
condenado la JEP podrá revisar las decisiones 
sancionatorias de la Procuraduría General de 
la Nación o de la Contraloría General de la 
República y las sentencias proferidas por otra 

jurídica conforme al artículo transitorio 5° y al 
inciso primero del artículo transitorio 22; por 
aparición de nuevos hechos que no pudieron ser 
tenidos en cuenta con anterioridad; o cuando 
surjan pruebas no conocidas o sobrevinientes no 
conocidas al tiempo de la condena, todo lo anterior 
por conductas cometidas por causa, con ocasión o 

con la protesta social, siempre que se cumplan las 
condiciones del Sistema.

La revisión de sentencias por la JEP no 
tendrá nunca como consecuencia la exigencia 
de responsabilidad de ningún tipo a los jueces 
que las hubieran proferido como consecuencia 
del contenido de las mismas, sin perjuicio de la 
responsabilidad a la que haya lugar por favorecer 
indebidamente intereses propios o ajenos.

La Corte Suprema de Justicia será la competente 
para la revisión de las sentencias que haya 
proferido. Únicamente para quienes hubieran sido 
condenados teniendo en cuenta su condición de 
combatientes podrá solicitarse la revisión de las 
anteriores sentencias ante la Sección de Revisión 
de la JEP. Para los solos efectos de la revisión de 
sentencias por parte de la Sección de Revisión de 
la JEP, se entenderá por combatiente a todos los 
miembros de la Fuerza Pública y a los miembros de 
las FARC-EP conforme a los listados entregados 

en el Acuerdo Final o a quien haya sido señalado 

Artículo transitorio 11. Sustitución de la 
sanción penal. Cuando no proceda la renuncia a la 
persecución penal, la Sala de Revisión del Tribunal 

Situaciones Jurídicas, decidirá sobre la sustitución 
de la sanción penal proferida por la justicia 
ordinaria, imponiendo las sanciones propias o 
alternativas de la Jurisdicción Especial para la Paz, 
siempre y cuando el condenado reconozca verdad 
completa, detallada y exhaustiva, dependiendo 
del momento en el que efectúe tal reconocimiento, 
y siempre que cumpla las demás condiciones del 
sistema respecto a la satisfacción de los derechos 
de las víctimas a la reparación y a la no repetición. 
Dicha sustitución nunca podrá agravar la sanción 
previamente impuesta.

Cuando la Sección de Revisión del Tribunal 

restricción de libertades y derechos que habría 
de imponerse ya se ha cumplido, así lo declarará 
en la providencia de sustitución. De lo contrario, 
ordenará la ejecución de la sanción propia o 
alternativa del Sistema. En todo caso, la Sección 
de Revisión ordenará la ejecución del componente 
restaurativo de la sanción en caso de que proceda.

Artículo transitorio 12. Procedimiento y 
reglamento  Los magistrados que integran la 
JEP estarán facultados para elaborar las normas 
procesales que regirán esta jurisdicción y que 
deberán ser presentadas por el Gobierno nacional 
al Congreso de la República, incluido el régimen 
disciplinario aplicable a sus funcionarios que no 
sean magistrados. Estas normas deberán garantizar 
los principios de imparcialidad, independencia 
judicial, debida motivación, publicidad, debido, 
proceso, contradicción, derecho a la defensa, 
presunción de inocencia, favorabilidad, libertad 
de escoger abogado acreditado para ejercer en 
cualquier país, participación de las víctimas como 
intervinientes según los estándares nacionales e 
internacionales y los parámetros establecidos en 
el Acuerdo Final y doble instancia en el marco 
de un modelo adversarial. También regularán 
los parámetros que deberán ser utilizados por 
la JEP para evaluar si se han presentado o no 
incumplimientos de las condiciones del sistema, 
así como la forma de graduar en cada caso 
las consecuencias que tales incumplimientos 

en el Acuerdo Final.
El Procurador General de la Nación, por sí o 

por sus delegados y agentes, a solicitud de alguno 
de los magistrados de la sección que conozca 
del caso, podrá intervenir en las diligencias que 
el magistrado establezca, para la defensa de los 
derechos fundamentales de las víctimas en los 
procesos que se sigan ante la Jurisdicción Especial 
para la Paz.

En los supuestos en los que la Sala de 
Reconocimiento de Verdad y Responsabilidad 
solicite a la Sección de Revisión del Tribunal 
para la Paz que haga comparecer a una persona 
respecto de la cual hubiere fundamentos claros y 

determinante en una de las conductas que trata 
el numeral 40 del Punto 5.1.2 del Acuerdo Final, 
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la Sala no podrá fundamentar su solicitud, ni la 
sección podrá ordenarles comparecer con base 
exclusivamente en los informes recibidos por la 
JEP, sino que deberán corroborarlos a través de 
otras pruebas.

Cuando un testigo declare contra alguna 
persona por conductas de competencia de la 
Jurisdicción Especial para la Paz a cambio de 

cualquier naturaleza, el valor probatorio de su 
testimonio estará supeditado a que el contenido 
del mismo sea corroborado por otras pruebas.

En las actuaciones que adelanten los órganos 
de la Jurisdicción Especial para la Paz no se podrá 
presumir el carácter masivo o sistemático de las 
conductas punibles investigadas, ni que el hecho 
ha sido cometido como parte de un plan o política 
o como parte de la comisión en gran escala de 
tales crímenes; todo ello deberá acreditarse de 
conformidad con prueba legalmente producida.

Sin incluir normas procesales, los magistrados 
de la JEP adoptarán, en el ejercicio de su 
autonomía, el reglamento de funcionamiento y 
organización de la JEP, respetando los principios 
de imparcialidad, independencia y las garantías 
del debido proceso, evitando cualquier nueva 
victimización y prestando el debido apoyo a las 
víctimas conforme a lo establecido en los estándares 
internacionales pertinentes. El reglamento 
precisará las funciones del Presidente y del 
Secretario Ejecutivo, así como las relaciones entre 
ellos y los demás órganos de la JEP, establecerá un 
mecanismo para la integración de la Sección del 
Tribunal para la Paz que garantice la estabilidad, 

que esta deba aplicar para el desarrollo de sus 
funciones y señalará los mecanismos de rendición 
de cuentas sobre la gestión de la JEP, a cargo de su 
Secretaría Ejecutiva, siempre que no menoscaben 
su autonomía.

La ley determinará qué actuaciones procesales 
de las que corresponde desarrollar a las Salas de 
la JEP deben estar protegidas por la reserva con 

buen nombre y a la intimidad de todos aquellos 
cuyas conductas sean competencia de la JEP.

Parágrafo. Las normas que regirán la 
Jurisdicción Especial de Paz, incluirán garantías 
procesales, sustanciales, probatorias y de acceso, 
encaminadas a que las víctimas puedan satisfacer 
sus derechos a la verdad, justicia y reparación en 
el marco de la JEP con medidas diferenciales y 
especiales para quienes se consideren sujetos de 
especial protección constitucional. Igualmente, 
deberán garantizar los principios de tratamiento 
penal especial condicionado a la garantía de 
los derechos de las víctimas, centralidad de 
las víctimas, integralidad, debido proceso, no 
regresividad en el reconocimiento de derechos y 
enfoque diferencial y de género.

Artículo transitorio 13. Sanciones. Las 
sanciones que imponga la JEP tendrán como 

víctimas y consolidar la paz. Deberán tener la 
mayor función restaurativa y reparadora del 
daño causado, siempre en relación con el grado 
de reconocimiento de verdad y responsabilidad. 
Las sanciones podrán ser propias, alternativas u 
ordinarias y en todos los casos se impondrán en 
los términos previstos en los numerales 60, 61, 62 
y en el listado de sanciones del subpunto 5.1.2 del 
Acuerdo Final.

Artículo transitorio 14. Régimen 
sancionatorio de los magistrados de la JEP. 
Los magistrados de la JEP estarán sometidos al 
mismo régimen especial penal previsto para los 
magistrados de la Corte Suprema de Justicia, 
así como al régimen disciplinario previsto por 
la ley para jueces y magistrados de las otras 
jurisdicciones. En todo caso, no podrá exigírseles 
en ningún tiempo responsabilidad por los votos y 
opiniones emitidas en sus providencias judiciales, 
proferidas en ejercicio de su independencia 
funcional, sin perjuicio de la responsabilidad a 
la que haya lugar por favorecer indebidamente 
intereses propios o ajenos. Una comisión 
integrada por un magistrado de cada Sala y un 
magistrado de cada Sección del Tribunal para la 
Paz que será elegida conforme al reglamento de 
la JEP, adoptará las medidas disciplinarias que 
correspondan conforme a la ley.

Los magistrados de la Jurisdicción Especial 
para la Paz estarán sometidos a las causales de 

vigente.
Artículo transitorio 15. Entrada en 

funcionamiento y plazo para la conclusión 
de las funciones de la JEP. La JEP entrará en 
funcionamiento a partir de la aprobación de este 
Acto Legislativo sin necesidad de ninguna norma 
de desarrollo, sin perjuicio de la aprobación 
posterior de las normas de procedimiento y lo que 
establezca el reglamento de dicha jurisdicción.

El plazo para la conclusión de las funciones de la 
JEP consistentes en la presentación de acusaciones 
por la Unidad de Investigación y Acusación, de 

de la Sala de Reconocimiento de Verdad, de 
Responsabilidad y Determinación de los Hechos 
y las Conductas, será de 10 años contados a 
partir de la entrada efectiva en funcionamiento 
de la totalidad de salas y secciones de la JEP, y 
un plazo posterior de 5 años más para concluir 
su actividad jurisdiccional, plazo este último que 
de ser necesario podrá ser prorrogado mediante 
ley, para concluir su actividad, a solicitud de 
los magistrados de la JEP. El plazo para recibir 
informes por la Sala de Reconocimiento de 
Verdad, de Responsabilidad y Determinación 
de los Hechos y las conductas será de 2 años 
desde que se haya constituido la totalidad de las 
salas y secciones de la JEP y podrá prorrogarse 
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por la misma Sala hasta completar un periodo 
máximo de 3 años, salvo causa excepcional 
debidamente motivada en la que el plazo podrá 
ser moderadamente extendido por la Sala de 
Reconocimiento de Verdad, de Responsabilidad 
y Determinación de los Hechos y las Conductas.

En todo caso y sin limitación temporal alguna 
podrá constituirse, en cualquier momento en 
que resulte necesaria, la Sección de estabilidad 

conformidad con lo dispuesto en el inciso 2° 

artículo 12 transitorio de este Acto Legislativo.
Artículo transitorio 16. Competencia sobre 

terceros. Las personas que sin formar parte de 
las organizaciones o grupos armados, hubieren 
contribuido de manera directa o indirecta a la 

podrán acogerse a la JEP y recibir el tratamiento 
especial que las normas determinen, siempre 
que cumplan con las condiciones establecidas 
de contribución a la verdad, reparación y no 
repetición.

Lo anterior, sin perjuicio de las competencias 
de la Sala de Reconocimiento de Verdad y 
Responsabilidad y de la Sección de Revisión del 
Tribunal para la Paz, respecto de la comparecencia 
de aquellos terceros que hubieran tenido una 
participación activa o determinante en la comisión 
de los siguientes delitos: el genocidio, delitos de 
lesa humanidad, los graves crímenes de guerra –
esto es, toda infracción del Derecho Internacional 
Humanitario cometida de forma sistemática–, 
la toma de rehenes u otra privación grave de la 
libertad, la tortura, las ejecuciones extrajudiciales, 
la desaparición forzada, el acceso carnal violento y 
otras formas de violencia sexual, la sustracción de 
menores, el desplazamiento forzado, además del 
reclutamiento de menores, todo ello conforme a 
lo establecido en el Estatuto de Roma. Se entiende 
por participación determinante para estos efectos 

de los delitos enunciados.
En el ejercicio de esas competencias, las 

mencionadas Sala y Sección no podrán fundamentar 
su solicitud y decisión exclusivamente en los 
informes recibidos por la JEP, sino que deberán 
corroborarlos a través de otros medios de pruebas.

Artículo transitorio 17. Tratamiento 
diferenciado para Agentes del Estado. El 
componente de Justicia del SIVJRNR también se 
aplicará respecto de los Agentes del Estado que 
hubieren cometido delitos relacionados con el 

que se hará de forma diferenciada, otorgando un 
tratamiento equitativo, equilibrado, simultáneo y 
simétrico. En dicho tratamiento deberá tenerse en 
cuenta la calidad de garantes de derecho por parte 
del Estado.

Se entiende por Agentes del Estado a efectos 
de la Jurisdicción Especial para la Paz toda 

persona que al momento de la comisión de la 
presunta conducta criminal estuviere ejerciendo 
como Miembro de las Corporaciones Públicas, 
como empleado o trabajador del Estado o de sus 
entidades descentralizadas territorialmente y por 
servicios, que hayan participado en el diseño o 
ejecución de conductas delictivas, relacionadas 

Para que tales conductas puedan ser consideradas 
como susceptibles de conocimiento por parte de 
la jurisdicción especial para la paz, estas debieron 
realizarse mediante acciones u omisiones 

armado interno, y sin ánimo de enriquecimiento 
personal ilícito, o en caso de que existiera, sin ser 
este el determinante de la conducta delictiva.

CAPÍTULO IV
REPARACIÓN INTEGRAL EN EL 

SISTEMA INTEGRAL DE VERDAD, 
JUSTICIA, REPARACIÓN Y NO 

REPETICIÓN
Artículo transitorio 18. Reparación Integral 

en el Sistema Integral de Verdad, Justicia, 
Reparación y No Repetición. En el marco del 
Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 
y No Repetición, el Estado garantizará el 
derecho a la reparación a las víctimas de graves 
violaciones a los derechos humanos e infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario que hayan 
sufrido daños, individual o colectivamente con 

será garantizada por el Estado de manera 
integral, adecuada, diferenciada y efectiva, 
priorizando la distribución de las medidas de 
reparación entre las víctimas teniendo en cuenta 

buscando la igualdad en el acceso y la equidad 
en la distribución de los recursos disponibles, y 
dando preferencia en la atención a los sujetos de 
especial protección constitucional.

Parágrafo. En los casos en que se aplique 
amnistía, indulto o renuncia a la persecución 
penal, no procederán acciones judiciales 

la indemnización de las víctimas. En todo 
caso, deberán contribuir al esclarecimiento 
de la verdad, a la reparación de las víctimas y 
garantizar la no repetición.

CAPÍTULO V
EXTRADICIÓN

Artículo transitorio 19. Sobre la extradición. 
No se podrán conceder la extradición ni 

extradición respecto de hechos o conductas 
objeto de este Sistema y en particular de la 
Jurisdicción Especial para la Paz, ocasionados 

mismo, trátese de delitos amnistiables o de 
delitos no amnistiables, y en especial por ningún 
delito político, de rebelión o conexo con los 
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anteriores, ya hubieran sido cometidos dentro o 
fuera de Colombia.

Dicha garantía de no extradición alcanza 
a todos los integrantes de las FARC-EP y a 
personas acusadas de formar parte de dicha 
organización, por cualquier conducta realizada 

aquellas personas que se sometan al SIVJRNR.
Cuando se alegue, respecto de un integrante 

de las FARC-EP o de una persona acusada de ser 
integrante de dicha organización, que la conducta 
atribuida en la solicitud de extradición hubiere 

Final, la Sección de Revisión del Tribunal para la 
Paz evaluará la conducta atribuida para determinar 
la fecha precisa de su realización y decidir el 
procedimiento apropiado. En el evento de que la 
conducta hubiere ocurrido con anterioridad a la 

conducta estrechamente vinculada al proceso de 
dejación de armas y que hubiere tenido lugar 
antes de concluir este, la remitirán a la Sala de 
Reconocimiento para lo de su competencia, en 
este supuesto excluyendo siempre la extradición. 
En caso de que la ejecución de la conducta haya 

Acuerdo Final y no esté estrechamente vinculada 
al proceso de dejación de armas, la remitirá a 
la autoridad judicial competente para que sea 
investigada y juzgada en Colombia, sin excluir 
la posibilidad de extradición.

Únicamente respecto de conductas cometidas 

exista una solicitud de extradición respecto de 
familiares hasta el segundo grado de consanguinidad 

EP o de una persona acusada o señalada en una 
solicitud de extradición de ser integrante de dicha 
organización, este supuesto podrá ser sometido a 
la Sección de Revisión del Tribunal para la Paz 
para que decida si la solicitud obedece a hechos 
o conductas relacionados con la pertenencia, o 
acusación de pertenencia, a las FARC-EP del 
familiar del solicitado en extradición. De obedecer 
a esta causa, por tratarse de un señalamiento o 
acusación por conductas que nunca antes han sido 
objeto de solicitudes de extradición ni reúnen las 
condiciones para ello, la Sección podrá denegar 
la extradición y en ese caso decidir si el hecho 
o la conducta es competencia del SIVJRNR o si 
debe ser investigada o juzgada por la jurisdicción 
penal ordinaria colombiana. El anterior supuesto 
deberá ser sometido a la Sección de Revisión 
por cualquiera de los antiguos integrantes de las 
FARC-EP que hubieren suscrito el Acuerdo Final 
de Paz.

La JEP deberá resolver las cuestiones que 
se le planteen referidas a la extradición en un 
plazo no superior a 120 días, salvo en casos 

otras instituciones.

CAPÍTULO VI
PARTICIPACIÓN EN POLÍTICA

Artículo transitorio 20. Participación en 
política. La imposición de cualquier sanción en la 
JEP no inhabilitará para la participación política 
ni limitará el ejercicio de ningún derecho, activo o 
pasivo, de participación política.

Parágrafo. Respecto a aquellas personas que 
pertenezcan a organizaciones rebeldes que hayan 

efectos de reincorporación, quedarán en efecto 
suspensivo las condenas derivadas de delitos 
competencia del Tribunal para la Paz impuestas por 
la justicia ordinaria o disciplinaria, hasta que estas 
condenas hayan sido tratadas por la Jurisdicción 
Especial para la Paz para lo de su competencia.

CAPÍTULO VII
DE LAS NORMAS APLICABLES 

A LOS MIEMBROS DE LA FUERZA 
PÚBLICA PARA LA TERMINACIÓN 

DEL CONFLICTO ARMADO Y LA 
CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE Y 

DURADERA
Artículo transitorio 21. Tratamiento 

diferenciado para miembros de la Fuerza Pública. 
En virtud del carácter inescindible de la Jurisdicción 
Especial para la Paz, en relación con los Miembros 
de la Fuerza Pública que hubieren realizado 
conductas punibles por causa, con ocasión o en 

el tratamiento será simétrico en algunos aspectos, 
diferenciado en otros, pero siempre equitativo, 
equilibrado y simultáneo.

En consecuencia, las normas contenidas en este 
capítulo serán aplicables únicamente a los miembros 
de la Fuerza Pública respecto de conductas punibles 
cometidas por causa, con ocasión o en relación 

perjuicio de la aplicación respecto de ellos de las 
disposiciones contenidas en los capítulos anteriores, 
siempre que no sean contrarias a la naturaleza de las 
contenidas en este capítulo.

Artículo transitorio 22. 
de la conducta en la Jurisdicción Especial para la 
Paz. La Jurisdicción Especial para la Paz al adoptar 

jurídica propia del Sistema respecto a las conductas 

estricta sujeción al artículo 29 de la Constitución 
Política, en el Código Penal Colombiano vigente al 
momento de la comisión del hecho, en las normas 
de Derecho Internacional de los Derechos Humanos 
(DIDH) y de Derecho Internacional Humanitario 
(DIH). La JEP respetará las obligaciones 
internacionales de investigación, juzgamiento 
y sanción. Lo anterior, siempre con aplicación 
obligatoria del principio de favorabilidad.

En la valoración de la conducta de los miembros 
de la Fuerza Pública, también se tendrán en cuenta 
las reglas operacionales vigentes al momento 
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de la comisión del hecho, siempre que no sean 
contrarias a la normatividad legal.

Artículo transitorio 23. Competencia de la 
Jurisdicción Especial para la Paz. La Jurisdicción 
Especial para la Paz tendrá competencia sobre 
los delitos cometidos por causa, con ocasión o 

armado y sin ánimo de obtener enriquecimiento 
personal ilícito, o en caso de que existiera, sin 
ser este la causa determinante de la conducta 
delictiva. Para el efecto se tendrán en cuenta los 
siguientes criterios:

directa o indirecta de la comisión de la conducta 
punible, o

de la conducta punible cometida por causa, con 
ocasión o en relación directa o indirecta con el 

•  Su capacidad para cometerla, es decir, a 

haya adquirido habilidades mayores que le 
sirvieron para ejecutar la conducta.

•  Su decisión para cometerla, es decir, a 
la resolución o disposición del individuo para 
cometerla.

•  La manera en que fue cometida, es 

el perpetrador de la conducta haya tenido la 
oportunidad de contar con medios que le sirvieron 
para consumarla.

•  La selección del objetivo que se proponía 
alcanzar con la comisión del delito.

Artículo transitorio 24. Responsabilidad 
del mando. Para la determinación de la 
responsabilidad del mando, la Jurisdicción 
Especial para la Paz aplicará, en el caso de 
los miembros de la Fuerza Pública, el Código 
Penal Colombiano, el Derecho Internacional 
Humanitario como ley especial, y las reglas 
operacionales de la Fuerza Pública en relación 
con el DIH siempre que ellas no sean contrarias a 
la normatividad legal.

La determinación de la responsabilidad del 
mando no podrá fundarse exclusivamente en el 
rango, la jerarquía o el ámbito de jurisdicción. 
La responsabilidad de los miembros de la Fuerza 
Pública por los actos de sus subordinados deberá 
fundarse en el control efectivo de la respectiva 
conducta, en el conocimiento basado en la 
información a su disposición antes, durante, o 
después de la realización de la respectiva conducta, 
así como en los medios a su alcance para prevenir 
que se cometa o se siga cometiendo la conducta 
punible, siempre y cuando las condiciones fácticas 
lo permitan, y de haber ocurrido, promover las 
investigaciones procedentes.

Se entenderá que existe mando y control 
efectivo del superior militar o policial sobre los 

actos de sus subordinados, cuando se demuestren 
las siguientes condiciones concurrentes:

a)  Que la conducta o las conductas 
punibles hayan sido cometidas dentro del área 
de responsabilidad asignada a la unidad bajo 
su mando según el nivel correspondiente y 
que tengan relación con actividades bajo su 
responsabilidad;

b)  Que el superior tenga la capacidad legal y 

hacerlas cumplir;
c)  Que el superior tenga la capacidad efectiva 

de desarrollar y ejecutar operaciones dentro del 
área donde se cometieron los hechos punibles, 
conforme al nivel de mando correspondiente, y

d)  Que el superior tenga la capacidad 
material y directa de tomar las medidas 
adecuadas para evitar o reprimir la conducta o las 
conductas punibles de sus subordinados, siempre 
y cuando haya de su parte conocimiento actual o 
actualizable de su comisión.

Artículo transitorio 25. Sanciones en la 
Jurisdicción Especial para la Paz. En el caso 
de miembros de la Fuerza Pública, las sanciones 
propias del Sistema tendrán un contenido 
reparador, así como de restricción de libertades 
y derechos. La ley reglamentará las modalidades 
de ejecución de las sanciones propias, así como 
los mecanismos idóneos de monitoreo, vigilancia 
y control del cumplimiento de dichas sanciones.

Las sanciones alternativas u ordinarias 
aplicables a los miembros de la Fuerza Pública 
que impliquen la privación efectiva de la libertad 
se cumplirán en todo caso en los establecimientos 
previstos en el régimen penitenciario y carcelario 
establecido para ellos, conforme al principio de 
tratamiento diferenciado.

Para el caso de las sanciones ordinarias, se 
podrá obtener redenciones, subrogados penales o 

siempre y cuando el sancionado se comprometa 
a contribuir con su resocialización a través 
del trabajo, capacitación o estudio durante el 
tiempo que permanezca privado de la libertad 
y a promover actividades orientadas a la no 
repetición del daño causado una vez puesto en 
libertad.

Artículo transitorio 26. Exclusión de la 
acción de repetición y llamamiento en garantía 
para miembros de la Fuerza Pública. En el 
caso de miembros de la Fuerza Pública que 
hayan cometido conductas punibles por causa, 
con ocasión o en relación directa o indirecta 

acción de repetición y el llamamiento en garantía 
establecidos en el artículo 90 de la Constitución 
Política. En todo caso, deberán contribuir al 
esclarecimiento de la verdad, a la reparación 
no monetaria de las víctimas y garantizar la no 
repetición.
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CAPÍTULO VIII
PREVALENCIA DEL ACUERDO 

FINAL PARA LA TERMINACIÓN 
DEL CONFLICTO ARMADO Y LA 

CONSTRUCCIÓN DE UNA PAZ ESTABLE 
Y DURADERA

Artículo transitorio 27. Prevalencia del 
Acuerdo Final. En caso de que con posterioridad 
a la aprobación del presente Acto Legislativo, 
se aprobaran leyes o normas que al otorgar 
tratamientos diferenciados a agentes del Estado o a 
otras personas por conductas relacionadas directa 

combatientes o no combatientes, provocaren que 
los anteriores sean excluidos de la competencia 
de la Jurisdicción Especial para la Paz, o 
tuvieren como resultado la inaplicación de dicha 
jurisdicción o la inaplicación de las condiciones 
referidas a las sanciones que se recogen en el 
Acuerdo Final de 24 de noviembre de 2016 
respecto de dichas personas, el Tribunal Especial 
para la Paz ejercerá su jurisdicción preferente 
en las materias de su competencia conforme al 
presente Acto Legislativo.

Artículo 2°. Agréguese un parágrafo al 
artículo 122 de la Constitución Política:

Parágrafo. Los miembros de los grupos 
armados organizados al margen de la ley 
condenados por delitos cometidos por causa, con 
ocasión o en relación directa o indirecta con el 

de paz con el Gobierno o se hayan desmovilizado 
individualmente, siempre que hayan dejado las 
armas, se hayan acogido al marco de justicia 
transicional aplicable en cada caso, entre estos 
la Jurisdicción Especial para la Paz en los 
términos de este acto legislativo y no hayan sido 
condenados por delitos dolosos posteriores al 
acuerdo de paz o a su desmovilización, estarán 
habilitados para ser designados como empleados 

efectivamente privados de su libertad, bien sea 
de manera preventiva o en cumplimiento de la 
sanción que les haya sido impuesta y para celebrar 
personalmente, o por interpuesta persona, contratos 

presente artículo no quedarán inhabilitadas para el 

La anterior disposición aplicará igualmente a 
los miembros de la Fuerza Pública que se sometan 
a la Jurisdicción Especial para la Paz, quienes 
podrán ser empleados públicos, trabajadores 

estén efectivamente privados de su libertad, bien 
sea de manera preventiva o en cumplimiento de la 
sanción que les haya sido impuesta, sin perjuicio 
de la prohibición de reincorporación al servicio 
activo prevista en la Ley 1820 de 2016 para las 
situaciones en ella señaladas.

Como aporte a las garantías de no repetición, 
el Estado colombiano garantizará que los hechos 

que ocurrieron en el pasado no se repitan, y para 
ello implementará las medidas referidas en el 
Acuerdo General de Paz en esta materia. Quienes 
sean sancionados por graves violaciones de 
derechos humanos o graves infracciones al derecho 
Internacional Humanitario, no podrán hacer parte 
de ningún organismo de seguridad, defensa del 
Estado, Rama Judicial ni órganos de control.

Artículo 3°. Modifíquese el inciso 4° del 
artículo transitorio 66 de la Constitución Política 
introducido por el Acto Legislativo número 1 de 
2012, de la siguiente manera:

Tanto los criterios de priorización como los 
de selección son inherentes a los instrumentos 
de justicia transicional. El Fiscal General de la 
Nación determinará criterios de priorización 
para el ejercicio de la acción penal, salvo en los 
asuntos que sean de competencia de la Jurisdicción 
Especial para la Paz. Sin perjuicio del deber 
general del Estado de investigar y sancionar las 
graves violaciones a los Derechos Humanos y al 
Derecho Internacional Humanitario, en el marco 
de la justicia transicional, el Congreso de la 
República, por iniciativa del Gobierno nacional, 
podrá mediante ley estatutaria determinar criterios 
de selección que permitan centrar los esfuerzos en 
la investigación penal de los máximos responsables 
de todos los delitos que adquieran la connotación de 
crímenes de lesa humanidad, genocidio, o crímenes 
de guerra cometidos de manera sistemática; 
establecer los casos, requisitos y condiciones en 
los que procedería la suspensión de la ejecución 
de la pena; establecer los casos en los que proceda 
la aplicación de sanciones extrajudiciales, de 
penas alternativas, o de modalidades especiales de 
ejecución y cumplimiento de la pena; y autorizar 
la renuncia condicionada a la persecución judicial 
penal de todos los casos no seleccionados, 
siempre sin alterar lo establecido en el Acuerdo de 
creación de la JEP y en sus normas de desarrollo. 
La ley estatutaria tendrá en cuenta la gravedad y 
representatividad de los casos para determinar los 
criterios de selección.

Artículo 4°. Deróguese el artículo transitorio 
67, introducido por el Acto Legislativo número 01 
de 2012.

Artículo 5°. Vigencia. El presente Acto 
Legislativo rige a partir de su promulgación.

1.   Decisión
Declarar la EXEQUIBILIDAD del Acto 

Legislativo número 01 de 2017, en los términos del 
Capítulo de conclusiones de la parte motiva de esta 
providencia, con excepción de los siguientes apartes 
normativos, que se declaran INEXEQUIBLES:

– El inciso sexto del artículo transitorio 5° del 
artículo 1°.

– La expresión “remisión que se efectuará 
en el momento que se considere adecuado por la 

pertinentes”, contenida en el parágrafo 1° del 
artículo transitorio 5° del artículo 1°.
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– La expresión “Cuando se requiera la 
intervención de los juristas extranjeros, estos 
participarán en los debates de la Sección en la 
que se hubiera requerido su intervención, en las 
mismas condiciones que los magistrados, pero 
sin derecho de voto”, contenida en el inciso 2° del 
artículo transitorio 7° del artículo 1°.

– La expresión “Cuando se requiera la 
intervención de los juristas extranjeros, estos 
participarán en los debates de la Sala en la que 
hubiera requerido su intervención, en las mismas 
condiciones que los magistrados, pero sin derecho 
de voto”, contenida en el inciso 3º del artículo 
transitorio 7° del artículo 1°.

– La expresión “de conformidad con las 
, contenida en el inciso 3° del 

artículo transitorio 8º del artículo 1º.
– El inciso 4º del artículo transitorio 8º del 

artículo 1º.
– El inciso 5º del artículo transitorio 8º del 

artículo 1º, con excepción de la expresión “Las 
sentencias de revisión serán proferidas por la 
Sala Plena de la Corte Constitucional”, que se 
declara EXEQUIBLE.

– El artículo transitorio 9º del artículo 1º.
Las expresiones “a solicitud de alguno de los 

magistrados de la sección que conozca del caso” 
y “que el magistrado establezca”, contenidas en el 
inciso 2° del artículo transitorio 12 del artículo 1°.

– La expresión “Una comisión integrada 

de cada Sección del Tribunal para la Paz que 
será elegida conforme al reglamento de la 
JEP, adoptará las medidas disciplinarias que 

, contenida en 
el primer inciso del artículo transitorio 14 del 
artículo 1°.

– Los incisos 2° y 3° del artículo transitorio 
16 del artículo 1°.

2. Síntesis de la providencia
A. Competencia de la Corte
1. Este Tribunal se declaró competente 

para pronunciarse sobre la constitucionalidad 
del Acto Legislativo número 01 de 2017 (en 
adelante, el “Acto Legislativo número 01 de 
2017”), en virtud de lo dispuesto en el literal k) 
del artículo 1° del Acto Legislativo número 01 de 
2016, el cual establece un control automático y 
único de constitucionalidad, en relación con los 
actos legislativos adoptados en desarrollo del 
Procedimiento Legislativo Especial para la Paz, 
con posterioridad a su entrada en vigencia.

B. Examen de procedimiento de formación 
del Acto Legislativo número 01 de 2017

Trámite legislativo
2. Inicialmente, la Corte advirtió que en el 

proceso de formación del Acto Legislativo número 
01 de 2017, se cumplió con la totalidad de los 
requisitos previstos en la Constitución Política, 

en el Acto Legislativo número 01 de 2016 y en 
el Reglamento del Congreso para una iniciativa 
de esta naturaleza, pues (i) se radicó de forma 
exclusiva por el Gobierno nacional; (ii) se efectuó 

instancia respectiva; (iii) se asignó su conocimiento 
a las Comisiones Primeras Constitucionales, tanto 
del Senado como de la Cámara de Representantes, 
como autoridades competentes para dar primer 
debate; (iv) se acumularon las iniciativas 
radicadas por el Gobierno en el momento procesal 
dispuesto para ello; (v) se designaron conforme al 
reglamento los ponentes encargados de coordinar 
el debate y la aprobación de la iniciativa; (vi) se 
tramitó el proyecto en una sola vuelta de cuatro 
debates desarrollados de la siguiente manera: (a) 
un primer debate en las respectivas comisiones 
competentes, y (b) un segundo debate en la 
plenaria de cada una de las dos cámaras; (vii) 
se elaboraron y publicaron –tanto en comisiones 
como en Plenarias– los informes de ponencia 

cumplimiento del requisito del anuncio previo, en 
los términos expuestos por la jurisprudencia de esta 
Corte; (ix) se constató que toda votación dirigida 
a la aprobación del acto legislativo cumplió con 
el quórum y la mayoría absoluta requerida; (x) se 
evidenció que la votación fue nominal y pública, 
en un solo momento y conforme a la exigencia 
–todavía vigente– de que toda proposición debía 
contar con el aval del Gobierno; (xi) se realizó 

cada instancia legislativa; (xii) se acreditó que 
el tránsito entre comisiones y plenarias, y luego 
entre cámaras, se ajustó al término de ocho días 
previsto para el efecto; (xiii) se cumplió con los 
requisitos que rigen la fase de conciliación, tanto 
en lo referente a su forma de integración, como en 
lo que atañe a la aprobación del informe y a los 
límites materiales que determinan su competencia; 
(xiv) se comprobó que la totalidad de los artículos 
que integran el acto legislativo fueron aprobados 
acorde con las exigencias de los principios de 

el uso de la fórmula sacramental dispuesta para 
acompañar el título de los proyectos tramitados 
por vía del procedimiento especial previsto en el 
Acto Legislativo número 01 de 2016; y (xiv) se 
acreditó que el acto legislativo sometido a control 
fue promulgado, entró en vigencia y se remitió en 
debida forma a la Corte.

La Corte determinó, sin embargo, que el 
inciso segundo del artículo 9º debe declararse 
inexequible por desconocimiento del derecho a la 
consulta previa de las comunidades indígenas.

C. Requisitos especiales de competencia
– Análisis de conexidad
3. De igual manera, este Tribunal también 

constató que se observó de forma satisfactoria 
los requisitos especiales de competencia 
previstos en el Acto Legislativo número 01 de 
2016, referentes a los criterios de habilitación 
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competencial, habilitación temporal y conexidad, 
en la medida en que la reforma sometida a control 
responde a los propósitos de facilitar y asegurar 
la implementación y el desarrollo normativo del 
Acuerdo Final, se expidió dentro del período de 
vigencia del Procedimiento Legislativo Especial 
para la Paz y fue promovido –como ya se dijo– a 
iniciativa exclusiva del Gobierno nacional.

– Examen sobre vicios competenciales por 
sustitución de la Constitución

4. Señaló la Corte que el escrutinio judicial del 
Acto Legislativo número 01 de 2017 comprende 
adicionalmente un análisis competencial, que tiene 
por objeto valorar el ejercicio de las atribuciones 
normativas del Congreso de la República para 
reformar el ordenamiento superior. Así, en la 
medida en que no es procedente su revisión 
material, el análisis se enfocó únicamente en 
determinar si el constituyente secundario se 
excedió en el ejercicio de sus atribuciones para 

eliminar o sustituir alguno de sus elementos 

5. Para la Corte, el anterior análisis debe 
realizarse teniendo en cuenta que el Acto Legislativo 
número 01 de 2017 creó el Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición 
como instrumento de justicia transicional, que, de 
manera expresa, se centra en la consideración de 
las víctimas y está orientado a contribuir a la lucha 
contra la impunidad combinando mecanismos 
judiciales que permiten la investigación, el 
juzgamiento y la sanción de las graves violaciones 
a los derechos humanos y de las graves infracciones 
al Derecho Internacional Humanitario, con 
mecanismos extrajudiciales complementarios 
que contribuyen al esclarecimiento de la verdad 
de lo ocurrido; a la búsqueda de las personas 
desaparecidas; a la reparación del daño causado 
a personas, a colectivos y a territorios enteros, 
así como a garantizar la no repetición. Para la 
Corte, la respuesta que una sociedad escoja dar 
a la criminalidad sistemática depende de una 
gran variedad de factores políticos, jurídicos 
y culturales. Destacó que, desde el punto de 
vista jurídico, lo más importante, es que, ante la 
gravedad de los crímenes cometidos, la transición 
hacia la paz se haga dentro del amplio marco 
de posibilidades con que cuenta el Estado para 
cumplir con su obligación de investigar, juzgar y 
sancionar tales conductas.

sustitución del Acto Legislativo número 01 de 
2017

6. Respecto de los vicios competenciales 
derivados de una posible sustitución de la 
Constitución, la Corte precisó que la paz fue 
asumida como uno de los principales propósitos 
constituyentes y, en esa medida, el rigor del juicio 
de sustitución de las reformas adoptadas por el 
Congreso en contextos de transición dirigidos 

a su realización, debe atenuarse, aminorarse o 
moderarse de manera que sea posible, con ese 

profundas– al ordenamiento constitucional. En esa 
dirección, señaló la Corte, resultaría incompatible 
con los fundamentos del Texto Superior interpretar 
las normas que establecen competencias para 
su reforma de manera que impidan la adopción 
de instrumentos transicionales dirigidos a la 
búsqueda de la paz.

7. Conforme a ello advirtió (i) que debían 
tenerse en cuenta los requerimientos generales 
del juicio de sustitución relativos, entre otras 

de la Carta a partir de una lectura completa, 
sistemática y transversal de la misma, así como a 

los mismos. En adición a ello, sostuvo (ii) que 
es también necesario reconocer que al juzgar los 
límites competenciales del Congreso en contextos 
de transición hacia la paz, debe reconocerse una 
extendida atribución para emprender reformas 
que, en otros contextos, no estarían comprendidos 
por el poder de revisión constitucional asignado 
al Congreso. Así, en este contexto, la Corte 
entiende que la resistencia al cambio que detentan 
las normas constitucionales en pro de la garantía 
de la integridad del orden constitucional que 

adaptabilidad que asegure la validez de reformas 
más amplias que las que pueden darse en tiempos 
ordinarios, tal y como lo ha sostenido en las 
Sentencias C-579 de 2013 y C-699 de 2016.

8. Con fundamento en esa consideración 

Constitución que, considerando el contenido del 
Acto Legislativo número 01 de 2017, podrían 
resultar relevantes:

(i) Deber del Estado de investigar, juzgar y 
sancionar las graves violaciones de Derechos 
Humanos y las Infracciones al DIH y de garantizar 
los derechos de las víctimas a la verdad, la justicia, 
la reparación y la no repetición.

(ii) El principio de separación de poderes y el 
sistema de frenos y contrapesos al poder.

(iii) La independencia judicial, como 
expresión del principio de separación de poderes, 
como garantía de la imparcialidad y neutralidad 
de los operadores de justicia en la resolución de 

de derechos fundamentales.
(iv) La supremacía de la Constitución como 

fundamento de los sistemas y procedimientos de 
aseguramiento de la Carta Política como norma de 
normas.

(v) El principio democrático, el principio 
de legalidad, el derecho al debido proceso, y en 
particular, la garantía del juez natural.
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9. Adicionalmente, la Corte entendió que 
toda vez que el Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición tiene su 
centro de gravedad en buscar una respuesta 
integral a las víctimas, es fundamental entender 

sistema como un todo, consagrados en el Acto 
Legislativo número 01 de 2017, no pueden 
entenderse de manera absoluta, sino que cada 

renuncias, derechos y garantías está sujeta a la 

para la Paz de todas las obligaciones derivadas del 
Acuerdo Final y en particular, del cumplimiento 
de las siguientes condicionalidades (en adelante, 
el “Régimen de Condicionalidad”):

(i) Dejación de armas;
(ii) Obligación de contribuir activamente a 

garantizar el éxito del proceso de reincorporación 
a la vida civil de forma integral;

(iii) Obligación de aportar verdad plena en los 
términos del inciso octavo del artículo transitorio 
5º del artículo 1º del Acto Legislativo número 01 
de 2017;

(iv) Garantizar la no repetición y abstenerse 
de cometer nuevos delitos, o delitos de ejecución 
permanente, después del primero (1º) de diciembre 
de 2016, en particular, conductas asociadas con 
cualquier eslabón de la cadena de producción de 
los cultivos de uso ilícito y sus derivados;

(v) Contribuir a la reparación de las víctimas, 
y en particular a decir la verdad en relación con 
los procedimientos y protocolos para inventariar 
todo tipo de bienes y activos; y

(vi) Entregar los menores de edad, en particular 

numeral 3.2.2.5 del Acuerdo Final.
En otras palabras, el incumplimiento por 

parte de los excombatientes a cualquiera de 
las condiciones del mencionado Sistema o a 
cualquiera de las sanciones impuestas por la 
Jurisdicción Especial de Paz, tendrá como efecto, 
de conformidad con el Acto Legislativo número 
1 de 2017, la pérdida de tratamientos especiales, 

por caso y de manera rigurosa, por la Jurisdicción 
Especial para la Paz.

10. A continuación, se exponen las razones 
que explican las inexequibilidades que se declaran 
en la parte resolutiva, así como los elementos que 
supeditan la constitucionalidad de algunos de los 
apartes normativos del Acto Legislativo número 
01 de 2017.

11. En el inciso cuarto del artículo transitorio 
5º del artículo 1º, la Corte determinó que respecto 
de los delitos de ejecución permanente, cuando 
la JEP determine que se han incumplido las 
condiciones del sistema, de conformidad con el 
Acto Legislativo número 01 de 2017 y de la Ley 

Estatutaria que lo desarrolle, el proceso se remitirá 
a la jurisdicción ordinaria, y quedará sujeto a las 
condiciones sustantivas y procesales de la misma.

12. La expresión “remisión que se efectuará 
en el momento que se considere adecuado por la 

en la medida 
en que las normas contenidas en el parágrafo 
1° del artículo transitorio 5° afectan, de manera 
ex post, el fuero presidencial, al atribuir una 
competencia investigativa a instancias distintas 
a las contempladas en la Constitución, y en la 
medida en que con ello se anula la garantía del 
juez natural, se declarará la inexequibilidad de la 
mencionada expresión, entendiendo que el efecto 
jurídico de esta declaratoria de inexequibilidad 
debe ser la remisión automática al órgano 
competentes, una vez en la Jurisdicción Especial 
para la Paz obre información que comprometa 
a una persona que haya ejercido la Presidencia 
de la República. Así mismo, indicó la Corte que 
como garantías institucionales deben respetarse 
todos los fueros constitucionales. Esta garantía no 
se predica del fuero penal militar previsto en el 
artículo 221 de la C. P., así como del previsto para 
generales y almirantes en el artículo 235 numeral 
5 de la C. P., en la medida en que su situación se 
encuentra expresamente regulada en el Capítulo 
VII del Título Transitorio del artículo 1° del Acto 
Legislativo número 01 de 2017.

13. 
: Dicho artículo dispone que 

el Secretario Ejecutivo y el Presidente de la 
Jurisdicción Especial para la Paz o la instancia 

manera exclusiva todas las funciones asignadas 
a la Sala Administrativa del Consejo Superior 
de la Judicatura. Al respecto, advirtió la Corte 
que, en tanto servidores públicos, deben actuar 
de conformidad con los principios que orientan 
la función pública y, en particular, aquellos que 
se desprenden de los artículos 6° y 209 de la 
Constitución. Conforme a lo anterior, indicó la 
Corte que el Secretario Ejecutivo se encuentra 
sometido al régimen ordinario de responsabilidad 

asegura la existencia de controles judiciales y 
administrativos para evitar la arbitrariedad y 
garantizar el imperio del derecho. Puntualizó 
además la Corte que la expresión “todas” alude 
a la autonomía administrativa de la JEP, y remite 
a aquellas que sean compatibles con su régimen 
especial.

Así mismo señaló que las funciones de 
gobierno corresponden al Presidente de la JEP o 

por sus magistrados, y al secretario ejecutivo 
las funciones de administración y gestión de 
los recursos de la misma bajo la orientación de 
presidencia o de la instancia de gobierno de la 
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al cargo de Secretario Ejecutivo en materia de 
empleo. Finalmente, las funciones jurisdiccionales 
atribuidas por excepción al secretario ejecutivo, 
solo regirán hasta cuando empiece a funcionar la 
JEP.

14. Las expresiones contenidas en los incisos 

del Acto Legislativo número 01 de 2017, que se 
declaran inexequibles, prevén que en el Tribunal 
de Paz y en las Salas de la JEP intervendrán juristas 
expertos extranjeros, y que tales juristas, cuando se 
requiera su intervención, participarán en los debates 
respectivos en las mismas condiciones de los 
magistrados, aunque sin voto. Sobre el particular, 
la Corte consideró que la habilitación examinada 
constituye una regulación que resulta contraria 
a los principios de autonomía, independencia 
e imparcialidad que rigen la administración de 
justicia y a las garantías que los materializan, 

en el trámite de adopción de decisiones de la JEP 
a juristas extranjeros que no son responsables en 
modo alguno de sus decisiones. Ello no se opone, 
naturalmente, a que los mismos participen en los 
procesos correspondientes con el objeto de aportar 
sus opiniones expertas como amicus curiae.

15. En relación con las expresiones declaradas 

Legislativo número 01 de 2017, se encontró que las 

por la Corte Constitucional de las sentencias de 
tutela en el marco de la Jurisdicción Especial para 
la Paz, hacen inoperante el control constitucional 
y establecen una suerte de intangibilidad de las 
decisiones judiciales de la JEP, anulando con ello 
tanto la supremacía de la Carta Política dentro del 
ordenamiento jurídico, como el sistema de frenos 
y contrapesos al poder. Esto, en la medida en que, 
por un lado, la selección de los fallos por parte de la 
Corte Constitución requiere de la aprobación de la 
misma JEP, a través de los magistrados que integran 
la respectiva sala de selección, y en la medida en 
que, por otro lado, las potestades de la Corte en la 
revisión de los fallos son meramente indicativas. 
De este modo, bajo este modelo la Jurisdicción 
Especial para la Paz mantiene integralmente 
el control de sus decisiones judiciales, pues en 
el único dispositivo procesal mediante el cual 
pueden ser controvertidos sus fallos, a saber, la 
acción de tutela, la selección y revisión por parte 
de la Corte Constitucional queda supeditado a la 
voluntad de la propia JEP, con lo cual no solo se 
desactiva el sistema de controles interorgánicos, 
sino que también se elimina la garantía procesal 
que ampara la supremacía constitucional. Aclaró la 

que la selección y la revisión de las sentencias de 
tutela contra las providencias de la Jurisdicción 
Especial para la Paz, se sujetarán a las reglas 
generales establecidas en la Constitución y la ley.

16. 
: 

Manifestó la Corte que el régimen en materia de 

Jurisdicción Especial para la Paz y cualquier otra 
jurisdicción, incluyendo la indígena, sustituye 
la independencia judicial. En efecto, las reglas 
establecidas en el artículo transitorio 9° del artículo 
1° del mencionado Acto Legislativo suponen 

queda radicado en el Presidente de una de las 
jurisdicciones, en este caso el de la Jurisdicción 

que ello se opone radicalmente a la imparcialidad, 
elemento constitutivo de la separación de poderes, 
en tanto elimina la posibilidad de que una autoridad 
judicial  imparcial  resuelva  la  controversia,  en  un  
asunto  importante  para  víctimas  y procesados. 
Por lo demás, señaló la Corte que la declaratoria 
de inexequibilidad de la mencionada disposición, 

competencia entre la Jurisdicción Especial para 
la Paz y las demás jurisdicciones se resuelven 
mediante los mecanismos generales dispuestos en 
la Constitución y la ley.

17. 
10 del Acto Legislativo número 01 de 2017: La 
Corte precisó que en relación con los listados de 

del artículo 10 transitorio, debe adelantarse un 

del Gobierno nacional, en los términos del inciso 
1° del artículo 5° del Acto Legislativo, esto es, de 
conformidad con los principios de buena fe y de 

18. 

de 2017: La regla que establece en el artículo 12 
las condiciones de participación del Procurador 
General de la Nación –sus delegados o agentes– 
en las diligencias que se adelantan ante la JEP 
y, en particular, la que señala que ello procederá 
a solicitud de los magistrados de la sección 
que conozca del caso, sustituye el compromiso 
del Estado Social y Democrático de Derecho 
de respetar, proteger y garantizar los derechos 
de las víctimas. En efecto, su participación en 
los procesos constituye una garantía central e 
imprescindible para la protección de los derechos 
de las víctimas no solo con fundamento en lo 
dispuesto en la disposición examinada, sino 
también considerando las funciones atribuidas al 
procurador en los numerales 2 y 7 del artículo 277 
de la Constitución. Se afecta una garantía central 
de representación y defensa de las víctimas sin que 

sustituirla. En estos casos, podrá el Procurador 
General de la Nación de manera discrecional 
priorizar su intervención respecto de los crímenes 
más graves. En este orden de ideas, las potestades 
de intervención de la Procuraduría General de 
la Nación en los procesos que se surten en la 
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Jurisdicción Especial para la Paz, se deben ejercer 
en los términos que de manera general establece 
la Carta Política, esto es, de manera discrecional, 

los cuales se prevén estas funciones relacionadas 
con la defensa de las víctimas y del orden jurídico.

19. 
del Acto Legislativo número 01 de 2017: Dicho 

los magistrados de la Jurisdicción Especial para 

integrada por un magistrado de cada Sala y un 
magistrado de cada Sección del tribunal para la 
Paz que será elegida conforme al reglamento de 
la Jurisdicción Especial para la Paz, para adoptar 
las medidas disciplinarias que correspondan 
conforme a la ley. La referida regla, contenida en 
el inciso 1° del artículo transitorio 14 del artículo 
1°, anula el principio de separación de poderes, 
al hacer coincidir la instancia sancionatoria con 
la instancia potencialmente sancionada, y suprime 
tanto la garantía de imparcialidad, en tanto se 
radica el poder disciplinario en los mismos 
operadores jurídicos disciplinados, como las 
garantías de independencia, en la medida en que 

este modelo impiden a los magistrados disidentes 
y minoritarios ejercer su rol, por la amenaza, 
de origen institucional, de una sanción cuya 
imposición es determinada por sus propios pares.

Así mismo señaló la Corte que el último inciso 
del artículo transitorio 14 del artículo 1° no se 
opone a la imparcialidad del juez en el proceso 
penal, en la medida en que la sujeción a las causales 

posibilidad de que los magistrados sean recusados 
por tales causales.

20. En cuanto 
: 

Observó la Corte que el diseño institucional 
establecido en el Acto Legislativo número 01 
de 2017, no regula con claridad el tiempo de 
existencia de los órganos de transición, para que 
estos cumplan sus objetivos misionales dentro 
de estos límites y, en esa medida, establece un 
esquema abierto e indeterminado de plazos para el 
funcionamiento de la Jurisdicción Especial para la 
Paz. Por lo anterior, dada la naturaleza transicional 
de dicha Jurisdicción, la prorroga allí prevista, 
cuya adopción corresponde a la ley estatutaria, 
solo podrá hacerse por una vez, por cinco años, de 
modo que, de conformidad con el acto legislativo, 
su vigencia no podrá ser por un término superior a 
veinte (20) años.

21. 

de 2017. Encontró la Corte que el acceso forzoso 

Jurisdicción Especial para la Paz y al tratamiento 
especial correspondiente, anula la garantía del juez 
natural y el principio de legalidad. Con respecto a 
lo primero, la Corte señaló que si bien, dentro del 

principio de juez natural es posible crear tribunales 
especiales, y hacer cambios de competencia, el 
acceso forzoso de terceros y agentes del Estado no 
integrantes de la Fuerza Pública a la JEP, implicaría 
radicar en un órgano jurisdiccional autónomo, 

la competencia para juzgar los delitos y las demás 

cometidas con anterioridad a su creación, a partir 
de principios y reglas ajenas a las que irradiaron 
el diseño de la jurisdicción en la Constitución 
de 1991, tanto en su conformación como en su 
estructura y funcionamiento, y que además, en 
relación con tales terceros, puede no satisfacer 
las garantías de independencia interna y externa 
y de imparcialidad. Ello, en la medida en que la 
Jurisdicción Especial para la Paz fue concebida en 
el marco de un proceso de negociación entre el 
Gobierno nacional y uno de los combatientes en el 

reincorporación del referido grupo a la vida civil. 
Se trata entonces de una jurisdicción ad hoc creada 
con posterioridad a los hechos que serán objeto del 
juzgamiento, y que, por  las  reglas con las cuales  
fue concebida, y en función, precisamente, de su 
carácter transicional, ofrece amplias garantías 

cuales, por consiguiente, quedan sometidos a ella, 
al paso que los civiles y los agentes del Estado no 
miembros de la Fuerza Pública, solo accederán a 
esa instancia voluntariamente, en función de las 
ventajas que puedan obtener como contrapartida 
a su decisión de aportar verdad, reparación y 
garantías de no repetición.

Asimismo, en la medida en que el régimen 
punitivo al que se encuentran sometidos los 
terceros civiles que acceden a la JEP no se 
encuentra determinado en el mismo Acto 
Legislativo, y que incluso en algunos aspectos 
es distinto y eventualmente más desventajoso 
que el previsto para los combatientes en 

relativas a la procedencia de la amnistía, del 
indulto y de la renuncia a la persecución penal, 
a la responsabilidad patrimonial frente a las 
víctimas o a las inhabilidades generadas por las 
condenas, concluye la Corte que la imposición 
forzosa de este régimen transgrede el principio 
de legalidad. Precisa la Corte que la oportunidad 
y las condiciones para acogerse a la JEP deben 
regularse por el legislador en atención al momento 
en el que el tercero sea o haya sido formalmente 
vinculado por la jurisdicción penal ordinaria a un 
proceso por una conducta punible de competencia 
de la JEP, con tratamiento diferenciado en función 
de la oportunidad y del grado de reconocimiento 
de verdad y de responsabilidad.

Destacó la Corte, por otro lado, que el acceso 
voluntario a la Jurisdicción Especial para la Paz 
no genera ningún espacio de impunidad, ya que la 
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no a la responsabilidad penal de estas personas, ni 
a su deber de colaborar con la verdad, la justicia, 
la reparación y la garantía de no repetición, sino 
a la jurisdicción y al régimen jurídico al que se 
encuentran sometidas, de modo que el efecto 
jurídico de la declaratoria de inexequibilidad de 
los incisos 2° y 3° del artículo transitorio 16 es 
que los terceros civiles se encuentran sujetos en 
principio, al juez natural y al régimen jurídico 
general determinado en la Constitución Política 
y la legislación ordinaria, régimen que, por 
lo demás, es más estricto que el contemplado 
en el Acto Legislativo número 01 de 2017. 
Dado que los criterios de priorización y de 
selección son inherentes a un sistema de justicia 
transicional, la Fiscalía General de la Nación y la 
Procuraduría General de la Nación adoptarán las 
medidas necesarias para garantizar los derechos 
fundamentales de las víctimas en los procesos 
ante la jurisdicción ordinaria.

22. 
del mencionado Acto Legislativo
al tratamiento diferenciado para los agentes del 
Estado, debe entenderse que dichos agentes que 
no hacen parte de la Fuerza Pública, se encuentran 
sometidos al mismo régimen de los terceros 
civiles, por lo cual, el acceso de los mismos a 
la Jurisdicción Especial para la Paz también es 
voluntario, y se regirán por lo previsto en el inciso 
1° del artículo transitorio 16 del artículo 1° del 
Acto Legislativo número 01 de 2017.

23. Observó la Corte que el artículo transitorio 
20 del artículo 1° del Acto Legislativo número 01 
de 2017, contiene reglas cuyo objeto es garantizar 
el tránsito de los integrantes de las FARC-EP, 
organización armada ilegal que suscribió el 
acuerdo de paz con el Gobierno, a la vida civil –en 
lo económico, lo social y lo político–.

El inciso primero dispone que las sanciones 
impuestas por la Jurisdicción Especial para la Paz 
no inhabilitarán para la participación en política ni 
limitarán el ejercicio de ninguno de los derechos 
constitutivos de la misma.

El parágrafo de dicho artículo dispone, por su 
parte, que las condenas que se hubieren impuesto 
por la justicia ordinaria o disciplinaria a personas 
que pertenezcan a organizaciones rebeldes que 

por delitos atribuidos a la competencia del Tribunal 
para la Paz, quedarán suspendidas para efectos de 
reincorporación, hasta que sean tratadas por la 
Jurisdicción Especial para la Paz de conformidad 
con sus competencias.

Teniendo en cuenta los límites competenciales 
del Congreso en materia de implementación 
del Acuerdo Final mediante el procedimiento 
legislativo especial para la Paz, la Corte Concluye 
que: i) resulta inexequible, a la luz del deber 
del Estado de investigar, juzgar y sancionar 
los crímenes más graves y de los principios de 

inciso primero del artículo transitorio 20 a los 
sancionados que no contribuyan a la consecución 
de los objetivos del Sistema Integral de Verdad, 
Justicia, Reparación y No Repetición, mediante 
el reconocimiento de verdad plena sobre lo 
ocurrido y de responsabilidad por su participación 
en graves violaciones a los derechos humanos 
y graves infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, razón por la cual quienes sean 

inhabilidades del inciso primero y ii) En relación 
con el parágrafo del artículo transitorio 20, el 
efecto suspensivo de las condenas para efectos de 
reincorporación, hace referencia a la suspensión 
–a partir de la entrada en vigencia del Acto 
Legislativo número 01 de 2017–, de los efectos 
de las condenas que se hubieren impuesto por la 
justicia ordinaria o disciplinaria a los integrantes de 
las FARC-EP, organización rebelde que suscribió 
el acuerdo de paz con el Gobierno, por los delitos 
atribuidos a la competencia del Tribunal para la 
Paz, para todos los efectos de la reincorporación 
a la vida económica, social y política. Constituye, 
en consecuencia, suspensión temporal de las 
inhabilidades impuestas como penas accesorias 
en las respectivas providencias, así como de las 
inhabilidades constitucionales y legales derivadas 
de las condenas penales y de las sanciones 
disciplinarias, entre ellas las inhabilidades para 
ser elegido, acceder al desempeño de funciones 
públicas y contratar con el Estado, hasta que dichas 
condenas sean tratadas por la Jurisdicción Especial 
para la Paz, de conformidad con su competencia. 
La suspensión de las inhabilidades, sin embargo, 
se encuentra condicionada al cumplimiento 
progresivo y de buena fe de las obligaciones 
derivadas del Acuerdo y del Acto Legislativo 
número 01 de 2017, en particular: i) dejación de 
las armas; ii) sometimiento al Sistema Integral de 
Verdad, Justicia, Reparación y No Repetición; iii) 
atender las obligaciones ante la Comisión para el 
esclarecimiento de la Verdad, la Convivencia y 
la no Repetición, y ante la Unidad de Búsqueda 
de Personas Desaparecidas, y iv) compromiso 
de no reincidencia. Se trata de obligaciones 
cuyo incumplimiento impide que las condenas 
suspendidas sean tratadas adecuadamente por la 
Jurisdicción Especial para la Paz.

En consonancia con lo anterior, para efectos 
de la inscripción de los candidatos, corresponderá 

de la pertenencia a las FARC-EP, organización 
rebelde que suscribió el acuerdo de paz con el 
Gobierno, y al Secretario Ejecutivo de la JEP, 

Sistema Integral de Verdad, Justicia, Reparación 
y No Repetición. Las demás obligaciones se 
cumplirán en forma progresiva y en la oportunidad 
que corresponda, según el diseño del proceso y 
la entrada en funcionamiento de los diferentes 
componentes del Sistema. Corresponderá a 
la Jurisdicción Especial para la Paz-JEP, de 
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conformidad con el inciso 5° del artículo transitorio 

de estas condicionalidades y adoptar las medidas 
de levantamiento de la suspensión en caso de 
incumplimiento de las mismas.

Por otra parte, en relación con el inciso 
primero, para la Corte la regla es clara en cuanto 
a las consecuencias de las sanciones de la JEP 
–desde el momento en que se impongan–, en 
materia de inhabilidades para el ejercicio del 
derecho a participar en la conformación, ejercicio 
y control del poder político, pero deja un vacío 
en cuanto al cumplimiento de las sanciones, en 
particular en relación con la forma de resolver 
las incompatibilidades que pudieran presentarse 
entre su cumplimiento y el ejercicio simultáneo 
de las actividades políticas. En efecto, las 
sanciones, en los términos del Acuerdo Final, 
cumplen funciones reparadoras, restauradoras y 
retributivas, y comprenden restricciones efectivas 
de libertades y derechos durante el tiempo en que 
ellas se impongan, razón por la cual para asegurar 
el cumplimiento de las obligaciones del Estado 
y los derechos de las víctimas, en la providencia 
mediante la cual se impongan las sanciones o 
con posterioridad, si la JEP lo estima del caso, 
atendiendo a la gravedad del delito y a las 
circunstancias procesales, se podrán adoptar las 
medidas que hagan compatible el cumplimiento 
de tales funciones de las sanciones, en particular 
la restricción efectiva de la libertad, con las 
actividades económicas, sociales y políticas 
propias del proceso de reincorporación a la vida 
civil.

De este modo, corresponderá a la Jurisdicción 
Especial para la Paz determinar la compatibilidad 
con la participación en política de las sanciones 
que ella imponga a los excombatientes. A este 
respecto, llamó la Corte la atención sobre el hecho 
de que las sanciones deben estar sujetas a un 
estándar mínimo que permita dar cumplimiento 
a la obligación del Estado de investigar, juzgar y 
sancionar las violaciones a los Derechos Humanos 
y las Infracciones al Derecho Internacional 
Humanitario, y el de garantizar los derechos de 
las víctimas a la verdad, la justicia y la reparación, 
así como el derecho al debido proceso.

La Jurisdicción Especial para la Paz deberá 
determinar que las sanciones por los crímenes 
internacionales más graves, en el marco de las 

del derecho internacional, sin que se produzca 
impunidad. En este contexto, dicha Jurisdicción 
deberá establecer, caso por caso, sanciones que 
cumplan los objetivos apropiados de las penas, 
de la disuasión, retribución, rehabilitación y 
restauración. Así mismo, dicha Jurisdicción 
deberá determinar si las sanciones son compatibles 
con una intención genuina de que la persona 
condenada responda ante la justicia, ponderando la 
proporcionalidad de la sanción en relación con la 
gravedad del crimen, el grado de responsabilidad 
del autor, y el tipo y grado de restricción a la 

libertad. En últimas, una adecuada reparación a 
las víctimas dependerá de una implementación 
efectiva de las restricciones de libertades y 
derechos fundamentales, de un sistema riguroso 

Especial para la Paz y de si su compatibilidad con 

la sanción.
Finalmente, corresponderá a la mencionada 

Régimen de Condicionalidad y demás requisitos 
señalados en el Acto Legislativo número 01 
de 2017, y las normas que lo reglamenten, para 
garantizar su permanencia, dado que ante la 

se mencionó anteriormente, se perderán los 

derechos y garantías.
24. Finalmente, la Corte puntualizó que, 

por consideraciones de conexidad, el artículo 
2° del Acto Legislativo número 01 de 2017, en 
cuanto agrega un parágrafo al artículo 122 de 
la Constitución, tiene carácter transitorio, en la 
medida en que se predica del actual proceso de 
justicia transicional.

ACLARACIONES Y SALVAMENTOS DE 
VOTO

Manifestaron salvamento parcial de voto los 
magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez y 
Gloria Stella Ortiz Delgado.

Aclaran el voto los magistrados Alejandro 
Linares Cantillo, Antonio José Lizarazo Ocampo 
y Alberto Rojas Ríos.

Reservan aclaración de voto los Magistrados 
Diana Fajardo Rivera, Luis Guillermo Guerrero 
Pérez, Gloria Stella Ortiz Delgado y José Fernando 
Reyes Cuartas.
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